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Habéis tenido reuniones previas, habéis expuesto 
vuestros problemas, os habéis acercado los hom- 
bres a la Administración y a los técnicos para que 
busquen soluciones; habéis estado trabajanda en co- 
laboración unos y otros para ofrecer soluciones u 
prablemas de la Patria, a los problemas de vues- 
tras comarcas, a los problemas de estas tierras se- 
cas de Castilla, Y habéis alcanzado que el Jefe del 
Estado, con los Ministros de su Gobierno, venga 
a recogerlas, a hacerlas suyas. Este diálogo gran- 
dioso, este diálogo eficaz, esta discusión en conce- 
jo abierto es la expresión más clara y más firme 
de una democracia, 

No es la democracia una suplantación de la volun- 
tad del pueblo; es la participación del propio pue- 
blo en la solución de sus problemas. No es la de- 
mogracia el falseamiento de votos ni la compra de 
éstos con falsos intereses; es la realización y la 
dedicación integra al servicio del pueblo. 

Yo desafío a que nos presenten un país tan sólo 
en el mundo que pueda ofrecer una muestra más 
clara, más firme y más leal de la «democracia. 


(Del discurso del Jefe del Estado en la plaza Mayor de Pa- 
lencia, el 17 de septiembre de 1962, al recoger las conclusiones 
del programa para el desarrollo de Tierra de Campos.) 


| 
CONSTITUCION DEMOCRATICA ESPAÑOLA 


LAS DOS CONDICIONES DE LA DEMOCRA- 
CIA EN LA EUROPA LIBRE 


“La Ley fundamental representa la solución 
propia de una constitución democrática moderna.” 

Esta frase, tomada de un texto oficial sobre la 
actual constitución de la República Federal Ale- 
mana, O Grundgesetz, menciona las dos condicio- 
nes previas sin las cuales ningún proyecto demo- 
crático podría realizarse en la Europa libre. 

Una es la calidad de propia. Significa que cual. 
quier constitución democrática ha de estar hecha a 
la medida del pueblo que ha de usarla. No puede 
hacerse como un traje de serie, sino que tiene que 
ser ajustada, correspondiente, apropiada a la esta- 
tura y las formas de la nación de que se trate. En 
seguida veremos por qué. 

Otra, la calidad de moderna. Quiere decir que 
esté a tono con los requerimientos de hecho del 
tiempo en que se realiza. Que sea apta para dar 
solución a los problemas de ahora mismo; y que 
posea suficiente elasticidad para acomodarse, so- 
bre la marcha, a los estímulos y a las exigencias 
del futuro que llega. 
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Podrá objetarse que ambas condiciones deben 
ser cumplidas por cualquier régimen político, en 
cualquier parte y en cualquier momento, no sólo 
en Europa ni solamente hoy. Y esto es verdad sin 
duda en el sentido de ideal o desideratum. 

Pero en el terreno de la realidad, hay unos 
cuantos países que con este asunto no se juegan 
la perfección, sino la existencia. No se trata para 


ellos de un problema de ideales políticos, sino de 
ser o no ser. 


Son condiciones necesarias esas dos, sin poder 
remediarlo, en los países afectados por estas dos 
circunstancias decisivas: 

Primera, poseer una historia prolongada y con- 
siderable, una cierta veteranía nacional, una de- 
terminada antigúedad como colectividades o per- 
sonajes colectivos en el teatro del mundo. Los qua 
la poseen ostentan las características de alto gra- 
do cultural, rico en creaciones y experiencias, com- 
plejo de tradiciones y de costumbres, creador de 
una sensibilidad contrastada, madura, delicada. 
Para englobarlo todo en una sola palabra, el ca- 
rácter de autentidad, de entidad genuína, perso- 
nal y autónoma como nación. El de ser países 
auto-énticos. 

Segunda, ocupar una situación geográfica que 
les implica en la zona activa y de tráfico, en la re- 
gión de entrecruzamiento y agitación que carac- 
terizan a nuestro tiempo; para decirlo también 
con una sola palabra, el carácter de actualidad. 


Ahora bien, la autentidad y la actualidad ca- 
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racterizan, esencialmente, a los pueblos de la 
EUROPA LIBRE. 

Los pueblos de la Europa sojuzgada están fue- 
ra de la segunda condición, ya que se ven imposi- 
bilitados de participar activamente en los cam- 
bios y movimientos actuales. Han sido ya aparta- 
dos de todo cambio, constituídos en piezas de la 
Unión Soviética. No están ya situados en el cam- 
po de la decisión, sino en el de la sumisión. Con 
mayor o menor resistencia, lo mismo la Alemania 
Oriental que los otros pueblos detrás del Telón de 
Acero, no pueden ahora dedicarse a edificar su 
democracia, y harta ocupación tienen con esperar 
y no perder toda esperanza. 

Otros pueblos no europeos se eximen de la pri- 
mera condición gracias a que su historia, mucho 
más breve, no les ha impuesto aún, ni para bien 
ni para mal, una personalidad tan definida. Las 
nuevas nacionalidades africanas y asiáticas, por 
ejemplo, ni siquiera tienen aún fijas sus fronteras; 
muchas veces, las fronteras siguen todavía las lí- 
neas arbitrarias trazadas por los lejanos intereses 
coloniales, y no corresponden a ninguna realidad 
racial, social, cultural o económiconatural, Su re- 
gimiento político puede todavía ser proyectado en 
el papel, sin violentar ninguna tradición por 
el simple hecho de que semejante tradición no 
existe. 


La comprobación objetiva de que aquellas dos 
condiciones son específicas de la Europa libre se 
halla en el hecho de que durante las últimas déca- 
das, vienen aproximándose cada vez más las comu- 
nidades nacionales que la forman: España y Ale- 
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mania Occidental, Italia y Francia, Gran Bretaña 
y los países del Benelux, por mencionar solamente 
las más destacadas. 

Es evidente que la aproximación no se está efec- 
tuando por una voluntad coincidente y previa de los 
Gobiernos respectivos, no por un acuerdo apriorís- 
tico. Es la presión de la realidad viva quien les 
aproxima. La historia acelerada de la Comunidad 
Económica Europea es una buena demostración. 

Y no resulta menos evidente que esta aproxima- 
ción cursa en dos sentidos. Por un lado, hacia re- 
laciones internacionales cada vez más estrechas. 
Por otro lado —y es el que interesa al presente es- 
tudio— hacia semejanzas progresivas de sus res- 
pectivas estructuras políticosociales, Al buscar unas 
formas de democracia que sean modernas y que les 
sean propias, estos pueblos de la Europa libre, uni- 
dos entre sí por la geografía, apretados entre sí por 
la historia, no tienen más remedio que seguir unas 
líneas políticas convergentes. 


La exposición que sigue se refiere al camino que 
España recorre en esta dirección. Comprende un 
estudio sobre la Constitución de la democracia es- 
pañola, y otro sobre el hecho excepcional, y siem- 
pre entendido como tránsito institucional, del Cau- 
dillaje. 

No se trata de un trabajo para especialistas en 
Derecho Político comparado, pero los conocedo- 
res del estado y evolución de las otras democracias 
europeas advertirán, en los rasgos del dispositivo 
español que van a señalarse, unas direcciones de 
converrencia, 

Como instintiva fase previa a la unidad de es- 
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tructura, las naciones de Europa están adquiriendo 
cierta unidad de forma. Y España; lejos de perma- 
necer ajena al proceso, avanza, desde sus puntos 
de partida peculiares, en un sentido que está de- 
mostrándose ser común a los demás países auténti- 
cos y actuales del Continente Europeo. 
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¿CONSTITUCION O LEYES FUNDAMENTA- 
LES? LA OPCION ESPAÑOLA 


Volvamos a la cita de la Grundgesetz invocada 
al principio. 

La palabra Constitución estuvo llena de carác- 
ter y de significado en Europa durante el siglo XIX, 
a raiz de la gran expansión napoleónica, que lle- 
vó el espíritu constitucional y las ideas constitucio- 
nales a todos los países que invadía. 

En cambio, es sabido que Inglaterra, país más 
antiguo y no invadido, no tiene una Constitución 
escrita. 

Una Constitución no europea, la norteamerica- 
na, es un documento, por cierto extraordinariamen- 
te bello y sugestivo, que se presenta de por sí como 
ejemplar ilustre —clásico— de lo que una aristo- 
cracia humana puede proyectar cuando tiene por 
delante un territorio y un pueblo vírgenes: es de- 
cir, un territorio con cuantiosas riquezas latentes, 
y una población poco numerosa. Esta población era, 
además, nativamente libre, por no estar sometida 
a condicionamientos de tradición nacional. Re- 
cuérdese que los Estados Unidos, en virtud de los 
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caracteres de su suelo, de su población primitiva, 
y también de su Constitución, se han farmado 
como un país de inmigrantes; lo contrario de un 
país antiguo y tradicional. 


Las Constituciones europeas florecieron en to- 
das las naciones —desde la gran Francia (Monar- 
quía, República e Imperio) hasta los diminutos 
principados italianos— durante todo el siglo x1x. 
España misma, a lo largo de los cinco cuartos de 
siglo que median entre la invasión francesa de 
1808 y la república de 1931, ha conocido ochu 
Constituciones, de las cuales en una sola se eludía, 
el nombre, para llamarle Estatuto Real. 

Hoy día, el nombre tiende a evitarse. Las “en- 
miendas a la Constitución” envuelven algo contra- 
dictorio, que no ha dejado de ser percibido, puestu 
que el término Constitución suena a cerrado, irre- 
formable, supratemporal, inatacable, persistente 
y concluso. Es como las constituciones individuales 
de la biología y la medicina del siglo XIX, cuando 
se pensaba que el futuro está condicionado ineluc- 
tablemente por los rasgos germinales del ser. La 
misma biología hoy, como las demás ciencias natu- 
rales, cuenta con factores de indeterminación. 

La ciencia política también cuenta con ellos. 
Está superando —también —el optimismo raciona- 
lista del siglo pasado. La tendencia a suplir el vo- 
cablo constitucional por fundamental no es una ma- 
tización carente de importancia mi un capricho de 
léxico. Se ha visto hace un momento que Alemania 
emplea el término Grundgesetz, o “legislación fun- 
damental”; el mismo que España. 

La elección entre CONSTITUCION y LEYES 
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FUNDAMENTALES está llena de sentido. España 
ha optado por el segundo término, igual que otras 
naciones. En nuestro país, esta opción implica ya 
uno de los rasgos más decisivos de la legislación 
básica: el de ser abierta. 

La experiencia de las enmiendas, reformas, sus- 
pensiones, etc. que sólo muy apuradamente pue- 
den compaginarse, si es que pueden compaginarse, 
con los textos constitucionales clásicos, no ha sido 
inútil. Y, con una modestia muy ajena a las pre- 
sunciones ideológicas del ochocientos, no se persi- 
gue hoy constituir de una vez y para siempre el 
organismo colectivo nacional, sino asentar sus fun- 
damentos, dotándoles de la mayor garantía posible 
para que resistan al tiempo y puedan servir de so- 
porte a posteriores despliegues. 

La garantía de lo sustancial se cuida mediante 
la sencillez y la elementalidad de los órdenes tra- 
tados, cinco diferentes que examinaremos en segui- 
da. Y en lo formal se consigue mediante el rango 
superior de estas disposiciones, que para ser dero- 
gadas O modificadas necesitan, además del acuer- 
do de las Cortes, el referendum de la Nación. 


Las Constituciones del siglo xix en general no 
recibían una sanción popular directa, sino que eran 
elaboradas por Asambleas reunidas expresamente 
para este fin: en España, las Cortes Constituyentes. 
La intervención del pueblo se acababa con la de- 
signación de diputados o representantes. Estos re- 
dactaban, generalmente a lo largo de varios meses 
un proyecto de Constitución. Y una vez votada 
por ellos mismos, la Constitución entraba en vigor. 

Por el contrario, las Leyes Fundamentales de 
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la comunidad política española, una vez redacta- 
das e incluso probadas antes como Leyes no fun- 
damentales, fueron sometidas al sufragio univer- 
sal, directo y secreto, en julio de 1947. 

El cuerpo electoral español, integrado por todos 
los ciudadanos, hombres y mujeres, mayores de 
veintiún años, concurrió al referendum en una pro- 
porción del 88,59 por 100. 

Fueron votos afirmativos más de las cinco sex- 
tas partes. 


Sólo se registró un 4,20 por 100 de votos adver- 
sos. 

Un porcentaje del 2,05 fueron votos emitidos 
en blanco, o bien anulados por diversos defectos. 


Eran electores en aquella fecha 17.178.812 es- 
pañoles. 
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LAS LEYES FUNDAMENTALES DE LA DEMOCRA- 
CIA ESPAÑOLA 


Las Leyes que hoy día tienen el carácter de 
fundamentales o constitucionales son cinco. Van a 
describirse a continuación. Fueron promulgadas en 
diversos momentos y entonces no tenían el rango 
de constitucionales. Todas recibieron este rango al 
ser refrendadas por el plebiscito de 1947. 

El orden cronológico de su respectiva promul- 
gación, que no había sido previsto ni predetermi- 
nado por ninguna resolución teórica, expresa, al 
corresponderse con un orden lógico, la autenticidad 
y actualidad de la democracia española. 

Véase este cuadro sinóptico, que resulta espon- 
táneamente de inscribir los temas, nombres y fe- 
chas respectivos de las Leyes Fundamentales es- 
pañolas: 


Fecha Nombre Objeto 


9-111-1938 | Fuero del Trabajo Democracia social 
17 -V1-1942 | Ley de Cortes Democracia representativa 


17-VI1-1945 | Fuero de los españoles | Democracia política 
23-X-1945 | Ley del Referendum | Supremacia de la democracia 


7-V1-1947 | Ley de Sucesión Continuidad de la democracia 
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DEMOCRACIA SOCIAL 


Desde sus principios, la democracia española 
se dirige a no quedarse en mera democracia po- 
lítica, es decir, en un reglamento para el juego 
de los partidos, sino a ser primordialmente social 
y representativa; sobre todo social. 

Social es el imperativo de nuestro tiempo. Se 
ha dicho que en el desarrollo del último siglo y 
medio, los hombres han avanzado mucho en el 
camino de la libertad, pero muy poco en el de la 
equidad. Y esto, independientemente de lo cierto 
que resulte para otros países, se hacía sentir en 
España con gran agudeza. 

Unas enormes circunstancias históricas de base 
—baste citar la reducción drástica sufrida por la 
comunidad española al producirse la descoloniza- 
ción fulminante de América y Filipinas en el pasa- 
do siglo— redujeron a la comunidad peninsular 
a unas condiciones extremas de desequilibrio eco- 
nómico y social, de escasez, de injusticia en la dis- 
tribución de los bienes, de insolidaridad entre los 
ciudadanos, entre los niveles vitales e incluso en- 
tre las comarcas geográficas. 

Esto provocó una cadena de contiendas arma- 
das interiores, que han durado un siglo. La última 
de ellas, tan sangrienta y prolongada, estuvo a pun- 
to de actuar (y tal vez indirectamente actuó) como 
espoleta de la segunda guerra mundial. 

Para ningún español, y tampoco para los mu- 
chos miles de extranjeros que participaron directa 
o indirectamente en la guerra de España, pasó des- 
apercibido el fondo social gravísimo de las agita- 
ciones de este pueblo. 

De acuerdo con ello, la primera de las Leyes 
Fundamentales de España es prácticamente la Ley 


20 


básica o constituyente de la democracia social. Su 
nombre es Fuero del Trabajo. Fué promulgada, la 
primera de todas, a los pocos meses de iniciarse 
aquella guerra de tres años, 1936 a 1939. Esta cir- 
cunstancia resalta bien visible en el estilo de las 
58 declaraciones que la forman. 

Aquella gran guerra española, repetimos, tuvo 
un origen profundamente radicado en la injusticia 
social. El comunismo aprovechó la ocasión; como 
ha seguido haciéndolo, antes o después, donde quie- 
ra que existen situaciones económico sociales pro- 
picias para él, es decir, gravemente o desesperada- 
mente injustas. 

De aquí la rapidez arrolladora con que uno de 
los dos bandos en lucha, a pesar de que contaba con 
elementos liberales no escasos, ni escasos de valor, 
sufrió la invasión de directivos comunistas y ter- 
minó por obedecer, como a Jefe Supremo, al pro- 
pio Stalin. El cual, por cierto, hacía cumplir sus 
decisiones en España a través del embajador so- 
viético o de los agentes eslavos de la Komintern, 
con preferencia a los propios líderes del comunismo 
español. Entre dichos agentes figuraron, como es 
sabido, el actual dictador de Yugoslavia, Tito, y 
los Jefes comunistas en Francia e Italia, Thorez 
y Togliatti, con otra infinidad de agentes de la 
Komintern. E 

Pues bien, el Fuero del Trabajo, promulgado 
en Burgos cuando aún la victoria era angustiosa- 
mente problemática, recoge los ideales de caracter 
social, no de un bando, sino de los dos bandos con- 
trapuestos, con la sola excepción de los objetivos 
de raíz comunista. Tanto el Fuero del Trabajo co- 
mo las realizaciones legales e instituciones que, 
de acuerdo con el mismo, se han desarrollado en 
los últimos veinticinco años españoles, rebasan con 
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mucho las reivindicaciones populares que habían 
sido defendidas antes por los partidos y por los sin- 
dicatos obreros del país, incluso los socialistas no 
comunistas. 

El Fuero del Trabajo y su posterior despliegue 
tienden a SUPERAR LA LUCHA DE CLASES ME- 
DIANTE LA SUPRESION DE LAS CLASES. El ori- 
gen de la división entre éstas —la clase obrera 
y la clase empresaria— se elimina al establecerse 
el trabajo como algo “esencialmente personal y 
humano” que no puede tratarse como “mercan- 
cía” ni ser en tal concepto “objeto de transacción 
incompatible con la dignidad personal”; el tra- 
bajo es un derecho del hombre y “como deber 
social” será exigido “inexcusablemente, en cual- 
quiera de sus formas, a todos los españoles no im- 
pedidos”; el trabajo “constituye uno de los más 
nobles atributos de jerarquía y de honor, y es el 
título suficiente para exigir la asistencia y tutela 
del Estado”. 

Correlativos con estos conceptos básicos para 
el tratamiento legal del trabajo son los referentes 
al capital, (que se define como “un instrumento 
de la producción”), a la Empresa, (en cuya estruc- 
tura los elementos “de orden instrumental se su- 
bordinan a los de categoría humana, todos ellos 
al bien común”), al crédito, a la seguridad social, 
a la propiedad privada, a la formación profesio- 
nal, etc. 

La intención profunda y resuelta de asumir 
las aspiraciones sociales de todos los españoles en 
pugna —repetimos: los de los dos bandos— está 
formulada explícitamente y con un estilo cuyo 
acorde con el momento de guerra acusa vivamen- 
te su sinceridad, en el preámbulo del Fuero del 
Trabajo: El Estado. “contra el capitalismo liberal 
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y el materialismo marxista, emprende la tarea de 
realizar, con aire militar, constructivo y grave- 
mente religioso, la revolución que España tiene 
pendiente”. 

Por lo demás, una visión realista del problema 
de la democracia moderna, en Europa y hoy, que 
no consiste tanto en la democracia política, pro- 
blema de ayer, como en la democracia represen- 
tativa y social, se acusa igualmente en el Fuero, 
que prevé textualmente —+título XIlI— “la orga- 
nización nacional sindicalista del Estado”. 

Cuando en las inquietudes del hombre común 
de nuestro tiempo es evidente su despego, donde 
no su repugnancia, frente a la política y los par- 
tidos, una democracia de política y de partidos 
no representa al pueblo, Para representarle, es 
preciso que el Estado se instale en el terreno de 
las cosas que realmente preocupan e interesan a 
la generalidad de la población. El primer gran 
texto legal de sentido y alcance democrático se 
enfrentó con el problema económico social. Sólo 
después vinieron los textos fundamentales de 
asunto político. 


DEMOCRACIA REPRESENTATIVA 


Uno de los más arduos, entre los problemas 
generales de la realización de la democracia, 
arranca del hecho de que, dada la imposibilidad 
física e intelectual de decidir por sí misma todas 
las cuestiones, la comunidad tiene que echar mano 
de representantes. 

Sólo dentro de las sociedades políticas de tipo 
familiar, o en otras de corto número de miembros, 
es posible la realización de una democracia direc- 
ta, no representativa. 
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Para las scciedades nacionales democráticas 
podría decirse que la representación no es un 
problema, sino el problema. Y de su solución —de 
su sistema representativo— dependen las diversas 
formas, tipos o modelos de democracia política. 


A virtud de la imposibilidad física de que el 
pueblo resuelva todo, sus delegados o mandata- 
rios se constituyen en una autoridad superior, co- 
legiada o parlamentaria, a la que corresponde la 
última instancia en los asuntos más graves, y So- 
bre todo en la formación de las leyes. 

Á veces no se constituye un solo parlamento, 
sino dos. El sistema bicameral es una solución pro- 
puesta al otro aspecto del problema, la incapaci- 
dad intelectual de la sociedad en pleno para re- 
solverlo todo. En este caso, uno de los sectores re- 
presentativos —la Cámara Alta— lo integran per- 
sonas más expertas o especializadas, de mayor 
arraigo, conocimiento, prestigio y respetabilidad 
social: los senes O seniores, palabra de la que pro- 
viene el Senado. 

La cuestión de fondo sigue, por supuesto, sin 
resolver. Filosóficamente ha de tenerse por inso- 
luble, pues siempre subsiste la dificultad de que 
todos los representantes representen en todo a 
todos los representados. 

Pero la dificultad se aleja considerablemente 
de toda solución, no ya teórica, sino práctica, cuan- 
do se pone la representación a merced de los par- 
tidos en pugna. 

Para que el sistema de partidos fuese un siste- 
ma representativo fiel, habría que aceptar alguna 
de tres hipótesis extremas: O que todos los ciu- 
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dadanos perteneciesen a todos los partidos, o bien 
que todo el ciudadano, el conjunto de su persona- 
lidad, consistiera o se agotase en ser miembro de 
su partido, o bien que existiese un solo partido. 


De hecho, la evolución moderna de las demo- 
eracias libres de Europa acusa una decadencia de 
los partidos y, sobre todo, de la ilusión popular 
puesta en ellos. La multiplicidad de los partidos 
—<ue representaría la normal multiplicidad de 
opiniones, la cual es la única razón de ser de los 
partidos— tiende a reducirse; tiende al límite 2, 
como si ya la gente no fuera capaz más que de 
opinar “si” y “no” ante cualquier cuestión o blo- 
que de cuestiones, grandes o pequeñas. 

En ciertos casos, habiéndose llegado a la pola- 
rización, al bipartidismo, los dos partidos resul. 
tantes borran sus perfiles característicamente con- 
trapuestros, y se transforman insensiblemente en 
mero turno de personas. No hay que desdeñar las 
ocasiones en que un solo partido obtiene tan aplas- 
tante mayoría electoral que equivale a una volun- 
tad nacional decidiéndose, a falta de cosa mejor, 
por el sistema de partido único. 

De otra parte, las masas abandonan hoy día 
la esperanza en los partidos, para aglomerarse 
en organizaciones sindicales. Igual que, conside- 
rado el asunto desde otro punto de vista, aban- 
dona el ardor por las ideologías y los oradores, 
para enardecerse por los clubs deportivos y en 
torno a los ídolos del cine. 


El proceso en España se ha desarrollado du- 
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rante la primera mitad del siglo xx, ni más ni 
menos que en los demás países libres. El nudo de 
la cuestión, —verdadero nudo gordiano— fue 
descrito en 1933 por José Antonio Primo de 
Rivera con un realismo y una evidencia impresio- 
nantes, con incontestables precisiones y concisión: 
“Nadie ha nacido nunca miembro de un partido 
político; en cambio, nacemos todos miembros de 
una familia; somos todos vecinos de un municipio; 
nos afanamos todos en el ejercicio de un trabajo.” 


Las consideraciones que anteceden, y que son 
válidas, repetimos, para cualquier democracia eu- 
ropea, ha ayudado a la formación del sistema 
representativo español. 


El sistema es unicameral. La Cámara de repre- 
sentantes, o parlamento, lleva el nombre tradicio- 
nal (con más de un milenio de existencia) de “las 
Cortes”. Los representantes se llaman procurado- 
res. Y los grupos o minorías en que se distribuyen, 
al proceder unos —la mayor parte— de elección 
popular, y otros de las Universidades, Municipios, 
Provincias, etc., componen una especie de Cámara 
mixta: Senado y Congreso en un solo organismo. 

Para ser procurador en Cortes sólo se exige la 
mayoría de edad y no estar inhabilitado. 

Cada legislatura dura tres años, y los procura- 
dores son reelegibles e inviolables, no pudiendo ser 
detenidos sin previa autorización del Presidente de 
las Cortes, salvo caso de delito flagrante. 

Hemos mencionado los grupos o minorías. Estos 
forman cuatro sectores, que van a describirse bre- 
vemente. El más numeroso, con 180 procuradores, 
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es el sindical. El núcleo más reducido —“en nú- 
mero no superior a 50” especifica la ley— son los 
designados libremente por el Jefe del Estado entre 
personas que se han distinguido “por su jerarquía 
eclesiástica, militar, administrativa o social, o por 
sus relevantes servicios a España”. 


El número total de procuradores es de 535. 

El grupo sindical está compuesto por los Pre- 
sidentes de los distintos sindicatos nacionales; por 
tres representantes —un empresario, un técnico y 
un obrero— de cada uno de los mismos Sindicatos, 
elegidos por sufragio en el que participan todos 
los trabajadores; y por algunos centrales de la or- 
ganización sindical, 


El grupo local lo integran los alcaldes de todas 
las capitales españolas de provincia, tanto pen- 
insulares como africanas, y otros dos representan- 
tes de cada provincia, elegido uno a través de las 
Diputaciones y el otro por los municipios. En total, 
son 156 como mínimo los representantes de las ciu- 
dades y los pueblos. 


El grupo cultural y profesional lo forman los 
Rectores de todas las Universidades, los represen- 
tantes elegidos por los Colegios profesionales (mé- 
dicos, arquitectos, abogados, ingenieros, etc., pues 
estas profesiones universitarias de ejercicio libre 
no están incluidas en la esfera sindical), por las 
Cámaras de Comercio, por las Academias y por el 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 

Por último, el cuarto grupo de procuradores en 
Cortes lo forman por razón de su cargo, los Minis- 
tros del Gobierno, los Consejeros Nacionales, los 
presidentes del Consejo de Estado, del Tribunal 
Supremo y del Consejo Supremo de Justicia Mili- 
tar. De entre los Consejeros nacionales, cincuenta 
son elegidos directamente por las provincias como 
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representantes suyos, en adición a los del grupo 
local, 


La labor legislativa de las Cortes se desenvuel- 
ve en dos fases: discusión y votación. 

La votación tiene lugar en reuniones plena- 
rias, o del parlamento completo; si bien en estas 
reuniones puede discutirse, lo común es que la 
discusión haya quedado agotada en el trabajo 
previo de las Comisiones. 

En éstas se reúnen los procuradores a quienes 
interesa un determinado proyecto de Ley, para 
discutirlo y enmendarlo cuantas veces sea preciso. 

Por lo demás, los procuradores, en forma de 
ruegos, preguntas e interpelaciones, pueden de- 
mandar explicaciones a los Ministros del Gobier- 
no sobre la marcha de los asuntos administrativos 
que les están encomendados. 

Aparte discutir y elaborar las leyes que les 
sean sometidas por el Gobierno, las Cortes pueden 
tomar la iniciativa; si cualquiera de sus Comisio- 
nes, o simplemente cincuenta procuradores con sus 
firmas proponen espontáneamente una Ley, ésta 
sigue los mismos trámites de discusión y votación 
que los proyectos del Gobierno. 

Incluso el pueblo mismo, en virtud del ejercicio 
del Derecho de Petición (regulado por Ley de 22 
de diciembre de 1960) puede llevar a las Cortes, 
en todo momento, una sugerencia de legislación. 

Una vez que han sido aprobadas por las Cor- 
tes, las Leyes reciben la sanción del Jefe del Esta- 
do; éste la puede devolver a las Cortes para nuevo 
estudio (en este caso, después de oír necesaria- 
mente al Consejo del Reino). Tal perrogativa, que 
como es sabido poseen también la generalidad de 
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de los Reyes y Presidentes de República, no se ha 
ejercido ni una sola vez. 


Las Cortes españolas se rigen por su Ley cons- 
titutiva, de 17 de julio de 1942, modificada en 1945 
y elevada en 1957, por plebiscito, al rango de 
Ley Fundamental. 

Su Reglamento es elaborado por ellas mismas. 

En dichos textos legales se hallarán, además de 
los que quedan expuestos, otros datos y pormeno- 
res concernientes al máximo organismo representa- 
tivo español, u “órgano superior, de participación 
del pueblo español en las tareas del Estado”, se- 
gún las define el artículo 1. de la Ley fundamen- 
tal citada. ; 


DEMOCRACIA POLITICA 


La más solemne y general, y al mismo tiempo 
la más específica y concreta formulación de los 
derechos políticos es la “Declaración universal de 
derechos del hombre” que suscribieron las Naciones 
Unidas el 10 de diciembre de 1948. 

Estos derechos, enunciados especulativa y no 
legislativamente, siguen siendo a manera de bases 
o principios teóricos que, desde su alcance como 
desiderata habrían de presidir, partiendo de en- 
tonces, el desarollo de la legislaciones e institucio- 
nes democráticas en cualesquiera pueblos del mun- 
do. 

Tres años y medio antes, los derechos del hom- 
bre fueron promulgados, legislativa y no especula- 
tivamente, en el ámbito de la soberanía española, 
y referidos, por lo tanto, al hombre español, For- 
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man la Ley titulada Fuero de los Españoles, pro- 
mulgada el 17 de julio de 1945, y refrendada con 
rango de Ley fundamental por todo el pueblo el 
27 de julio de 1947. 


No están desprovistos de interés, según antes 
se ha apuntado, los datos cronológicos. La Cons- 
titución española, formada hasta el presente por 
cinco Leyes cuyo rango supremo se lo dio el ple- 
biscito del 47, es una Constitución abierta, que va 
trazándose con arreglo a un orden significativo. 
Y así, sólo después de constituida formalmente 
en democracia social (Fuero del Trabajo, marzo 
del 38) y en democracia representativa (Ley de 
Cortes, julio del 42), se constituye España en de- 
mocracia política (julio del 45) para asegurarse 
más tarde la supremacía (Ley de Referendum, oc- 
tubre del 45) y la continuidad (Ley de Sucesión, 
junio del 47) de la democracia española propia. 


El Fuero de los Españoles toma un punto de 
arranque, expreso en el 1.” de sus 36 artículos, de 
alguna mayor densidad filosófica, de mayor altura 
y de más valentía que la declaración universal de 
Derechos del Hombre. 

En efecto, no olvida los deberes, correlativa- 
mente instalados junto o implicados con los dere- 
chos, por una parte. Por otra, complementa y enal- 
tece la declaración de libertad con las de dignidad, 
integridad y transcendencia de la persona humana. 
Y por otra, reconoce, declara y establece que és- 
ta —la persona humana, instituida por su natu- 
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raleza en comunidad—, y no otra, es la razón o 
principio rector del Estado. 

En enfoque ideológico resulta más avanzado, 
más categórico, más preciso y profundo que el de 
las democracias improvisadas de otros continentes, 
como corresponde a un pueblo culturalmente de- 
sarrollado, entrañado en el occidente europeo, y 
uno de los creadores de la propia civilización occi- 
dental. 


El Título Preliminar de la Ley dice así: “El 
Estado Español proclama como principio rector de 
sus actos el respeto a la dignidad, la integridad y 
la libertad de la persona humana, reconociendo 
al hombre, en cuanto a portador de valores eter- 
nos y miembro de una comunidad nacional, titu- 
lar de deberes y derechos, cuyo ejercicio garanti- 
za en orden al bien común” 

El Título Segundo y último se refiere al ejer- 
cicio y garantía de los derechos y deberes de los 
ciudadanos, que se describen en los treinta y un ar- 
tículos del título 1.”. Es el título primero, por lo 
tanto, artículo 2.” A y 32.” de la Ley—, el que por- 
menoriza los derechos básicos del español. Y lo 
hace, por cierto, en tres apartados o Capítulos cuyo 
esquema distributivo constituye de por sí un esbozo 
sistemático que ha de tener influencia e el ulterior 
desarrolla del derecho político positivo en sentido 
democrático. 

En efecto, los tres Capítulos, encarándose con 
los tres géneros de riesgos que resultan más ame- 
nazadores en nuestro ámbito geográfico e histó- 
rico, se orientan respectivamente a la protección 
de la seguridad del individuo, de la familia y de la 


empresa. 
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Al emplear la palabra protección queremos se- 
ñalar de nuevo que el Fuero no es una proclama- 
ción de derechos teóricos; por el contrario los acom- 
paña con la determinación de facultades, límites, 
deberes, condicionamientos mutuos, seguridades y 
tutelas que hacen posible su ejercicio libre y efecti- 
vo. En proclamar las cosas que el hombre tiene 
derecho a hacer, pero que en la práctica no puede 
hacer, está probablememnte la causa de la gran 
crisis sufrida por las democracias frente al totali- 
tarismo marxista; es el que motivó la gran pre- 
gunta polémica de Lenin “Libertad, ¿para 
qué” —que no ha podido ser contestada por la3 
democracias antiguas más que en un terreno teóri- 
co, y que en el terreno de las cosas reales abocó a 
los éxitos innegables de los totalitarismos. 


Los distintos artículos del Capítulo 1.* se refie- 
ren a la seguridad del individuo. Nadie será moles- 
tado por sus creencias religiosas ni el ejercicio 
privado de su culto. La Ley ampara por igual el 
derecho de todos los españoles, sin preferencia de 
clases ni acepción de personas. Todos los españoles 
tienen derecho a recibir educación e instrucción y 
el deber de adquirirlas, bien en el seno de la fa- 
milia, centros privados o públicos, o a su libre elec- 
ción. Todos los españoles tienen derecho a partici- 
par en las funciones públicas de carácter represen- 
tativo, así como a desempeñar cargos y funciones 
públicas. Todo español podrá expresar libremente 
sus ideas mientras no atente a los principios fun- 
damentales del Estado. El Estado garantiza la li- 
bertad y el secrato de la correspondencia. Nadie 
puede entrar en el domicilio de un español sin su 
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consentimiento, a no ser con mandato de la Auto- 
ridad y en los casos y forma establecidos por la 
Ley. Los españoles puelen reunirse y asociarse ¡- 
bremente de acuerdo con lo establecido por la 
Ley. Ningún español podrá ser detenido, sino en 
los casos y forma prescritos por la Ley; en el pla- 
zo de setenta y dos horas, todo detenido será pues- 
to en libertad o entregado a la autoridad judicial. 
Todos los españoles pueden dirigir individualmen- 
te peticiones al Jefe del Estado, a las Cortes y a 
las Autoridades. 


El capítulo 2.” se ocupa de la seguridad de la 
familia. Es característico y original el hecho de 
que la Ley fundamental española reconoce a la 
familia como institución natural, como fundamen- 
to de la sociedad, y por lo tanto como titular de 
derechos y deberes que son “anteriores y superio- 
resa toda ley humana positiva”. La familia es un 
vínculo frente al cual el mismo Estado se declara 
inferior; la sociedad externa no puede proceder 
contra él. La familia es, rigurosamente hablando, 
inviolable. 


Al Estado únicamente se le atribuyen en esta 
Ley un derecho y un deber correlativos, referidos 
los dos a la parte indefensa, a los hijos. Son éstos 
el deber de proteger especialmente a la familias 
numerosas, y el derecho a “transferir la guardia 
y educación de los menores a quienes por la Ley 
corresponda” en el caso de que los padres no ejer- 
zam dignamente la obligación de “alimentar, edu- 
car e instruir a sus hijos”. 


Multitud de disposiciones de orden económico, 
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civil, social, educativo, etc., han aplicado estos 
preceptos generales. 


Finalmente, el capítulo 3.” se ocupa de la em- 
presa, concebida en el sentido más amplio de la 
palabra, es decir, como resultado de lo que el ar- 
tículo 24 del Fuero (y 1.* de este capítulo) dispo- 
ne: “Todos los españoles tienen derecho al traba- 
jo y el deber de ocuparse de alguna actividad so- 
cialmente útil”, En tal sentido, y al no admitirse, 
digámoslo así, la ciudadanía del ocioso, cada ciu- 
dadano forma parte de una empresa, si no es que 
la constituye de por sí, como es el caso de los ar- 
tistas, etc. 

Pues bien, la empresa colectiva no es reconoci- 
da por la legislación fundamental española como 
un mero objeto de dominio particular, privado y 
egoista: explícitamente reconoce en ella “una co- 
munidad de aportaciones de la técnica, la mano de 
obra el capital”; proclama el derecho de los tres 
elementos a “participar de los beneficios”; y se 
obliga a cuidar de que “la relaciones entre ellos 
se mantengan dentro de la más estricta equidad y 
en una jerarquía que subordine los valores econó- 
micos a los de categoría humana.” 


Esta concepción de la empresa es tan sustancial 
que sus principales perfiles se repiten — incluso 
textualmente— en el Fuero del Trabajo y en el 
Fuero de los Españoles. Pero en este último (artí- 
culos 27.” a 32.) determina toda una gama de 
uerechos políticos, positivos, concretos, taxativa- 
mente les«is.ados, que despliegan en un orden rea!, 
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con plena formalidad y obligatoriedad, lo que en 
los “derechos del hombre” sílo está implicito, ge- 
n:rico e indeterminado. 

Se refieren estos artículos a la propiedad, al sa- 
lario, a la seguridad social y a las restantes con- 
diciones del ejercicio de la libertad humana que, 
a consecuencia del desarrollo tícnico-económico mo- 
derno, se había tornado ilusorio, al ser reconocido 
por la teoría jurídica, pero invalidado por la prác- 
tica legal. 


SUPREMACIA Y CONTINUIDAD 
DE LA DEMOCRACIA 


Nos hemos de referir ahora a lo que cierra el 
conjunto armónico de la constitución española; a 
las Leyes de Referendum y de Sucesión, que con 
las tres ya reseñadas forman el repertorio de Le- 
yes de máximo rango; a la de Principios Funda- 
mentales, que las condensa y resume; y al signifi- 
cado de este cierre actual como fase de un proce- 
so constituyente que continúa abierto. 


No sería íntegramente democrática una legis- 
lación fundamental que no tuviera prevista, y al 
máximo nivel, una última apelación al pueblo en 
su conjunto, al cuerpo electoral pleno. 

La legislación española, una vez aseguradas 
la democracia social, representativa y polítita, 
asegura la supremacía de la democracia por la Ley 
de 22 de octubre de 1945. 

Semejante sentido u objeto -se declara en la 
misma Ley, que instituye el referendum “con el fin 
de garantizar a la Nación contra el desvío, que la 
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historia politica de los pueblos viene registrando, 
de que en los asuntos de mayor transcendencia n 
inter3s público, la vo:untad de la Nacién pueda ser 
suplantada por el juicio subjetivo de sus mandata- 
rios”, 

La consulta directa a la Nación es obligatoria 
para toda modificación de las Leyes Fundamen- 
tales, aún cuando esta modificación haya sido ela- 
borada y votada por las mismas Cortes. Pero ade- 
más es potestativa “cuando la transcendencia de 
determinadas Leyes lo aconseje, o el interés públi- 
co lo demande”; aunque también estas Leyes —en 
realidad, proyectos de Ley —hayan sido elabora- 
das por las Cortes, 

Al referendum son convocados, y están obliga- 
dos a participar en él, “todos los españoles mayo- 
res de ventiún años. sin distinción de sexo, esta- 
do o profesión, emitiendo libremente el sufragio 
a favor o en contra del proyecto legislativo con- 
sultado”. 


El referendum se celebrará siempre en domin- 
go o día festivo. Previamente al mismo, el proyec- 
to de que se trate será publicado literalmente * 
íntegramente en el Boletin Oficial del Estado, en 
los Boletines Oficiales de todas las provincias, en 
los tablones de anuncios de todos los Ayuntamien- 
tos, por las emisoras de radio y en todos los perió- 
dicos que se editen en España. 


Una constitución debe también ocuparse de 
asegurar la continuidad de la democracia con to- 
das las garantías que sean humanamente posibles 
y que se prevean realmente eficaces. 

Los dispositivos de continuación, evidentemen- 


te y aunque obedezcan a un común o paralelo es- 
quema de sentido, habrán de matizarse para cada 
nación de tal manera que sean tenidos en cuenta, 
con especial previsión, los riesgos externos e inter- 
nos a que su democracia está expuesta, y no sola- 
mente a los riesgos generales de la democracia. 


Por lo que toca a España —con peculiares cir- 
cunstancias de autenticidad y actualidad: o sea, 
con una experiencia y con una situación geográfi- 
ca— el peligro més evidente es de una forma de 
gobierno que resultará permeable a la subversión 
infiltrada desde fuera, a la dispersión interna o 
a una coyuntura de provisionalidad apta para 
cualquier golpe de Estado de irreparables conse- 
cuencias nacionales o internacionales. 

La conciencia de este peligro, exacerbada en 
su día por las más varias, inoportunas, imperti- 
nentes e irritantes intervenciones extranjeras, fue 
un factor determinante muy primordial en el uná- 
nime y aclamativo “sí” del plebiscito nacional que 
el 27 de julio de 1947 refrendaba el proyecto de 
Ley de Sucesión y confería el rango de fundamen- 
tales a las otras cuatro ya descritas. 

Ningún observador, indígena ni forastero, ha 
podido dejar de registrar que los españoles, sin- 
tiéndose amenazados en su independencia por las 
maniobras exteriores que incitaba contra ellos la 
diplomacia soviética; y que imprudentemente se- 
cundaron otras potencias, en los años consecuti- 
vos al desenlace de la segunda guerra mundia:, 
reaccionaron lo mismo que ante la misma amenaza 
perpetrada físicamente por las tropas de Napo- 
león en 1808. Si el pueblo español puede ser su- 
jeto de una democracia, y de una democracia pro- 
pia, es, ante todo, porque pone por encima de todo 
su independencia. 
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En virtud de ello —tradición, experiencia y 
realismo— el Estado español se constituye como 
Reino. Es decir, opta por el Gobierno de uno sólo, 
no de varios a la cabeza del Estado. Y por un 
sistema sucesorio reglado, frente a la inseguridad 
de unos interregnos repetidos, frecuentes y azaro- 
sos, cualquiera de los cuales podría ser fatal para 
la democracia española, dado el lugar que, sin po- 
sibilidad de cambiarlo, ocupa en el mapa y en la 
historia. 

Según la Ley, la autoridad del Caudillo Fran- 
cisco Franco (en seguida nos ocuparemos del he- 
cho excepcional del Caudillaje) es suprema, en 
lo político y en lo militar. En la Jefatura del Es- 
tado puede sucedérsele, no reemplazársele. 

Su Magistratura suprema es vitalicia, y está 
autorizado para, en cualquier momento, “propo- 
ner a las Cortes la persona que estime deba ser 
llamada en su día a sucederle”, así como para so- 
meter a las mismas “la revocación de la que hu- 
biera propuesto aunque ya hubiese sido aceptada 
por las Sortes”. 

Para proponer su sucesor, el Jefe del Estado 
habrá de oir previamente al Consejo del Reino, 
órgano de trece miembros cuya composición se 
especifica en el artículo 4.” de la misma Ley. 

Si queda vacante la Jefatura del Estado ha- 
biéndose producido la designación de la persona 
del sucesor, ésta recibirá los poderes del Conse- 
jo de Regencia (organismo de tres miembros, los 
más autorizados, respectivamente, de las Cortes, 
de la Iglesia y del Ejército) que se constituye 
automáticamente al vacar la Magistratura Supre- 
ma; no sin prestar el juramento prescrito en la 
Ley, que le recibirán las Cortes y el Consejo del 
Reino reunidos. 
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Si la muerte o incapacidad del Jefe del Esta- 
do se produce sin haber sido asignado sucesor, el 
Consejo de Regencia (sus tres miembros, o al me- 
nos dos, y siempre entre ellos el presidente de las 
Cortes) asume los poderes. Inmediatamente reu- 
ne a los miembros del Gobierno y del Consejo del 
Reino, para que en sesión ininterrumpida y secre- 
ta designen al sucesor. Este ha de ser propuesto 
a las Cortes y aceptado por ellas para que, pre- 
vio el mismo juramento, el Consejo de Regencia 
le entregue los poderes. 

Adviértase que, en todas las eventualidades, 
entre un mandatario supremo y el siguiente sólo 
media la actuación de un Consejo de tres miem- 
bros, cuya composición —el Presidente de las Cor- 
tes, el prelado y el militar de mayor jerarquia— 
y cuyo régimen de actuación garantizan tanto el 
automatismo, como la seguridad, como el acuerdo. 


El sucesor podrá ser persona de sangre real 
—recuérdese la tradici¿ín española, con sus varias 
dinastías durante siglos, con varios períodos de Re- 
gencia y con dos fugaces repúblicas, de cuatro 
años en el siglo xix y de seis en el xx—, O no. 

Si es persona de sangre real, tomará el título 
de Rey. Si no lo es, el de Regente. 

Ahora bien, en todas las eventualidades el can- 
didato, varón, español, católico, mayor de trein- 
ta años, habrá de jurar las Leyes Fundamentales. 

Estas condiciones son sencillas de entender. La 
de profesar la religión católica, aparte de otras 
consideraciones, es una condición realista, pues 
sería difícil o imposible que el pueblo español, 
en el que prácticamente no existen otras religio- 
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nes, aceptase la Jefatura de un individuo confe- 
sionalmente exftico. La de jurar las Leyes Fun- 
damentales busca asegurar, por lo que toca a la 
Tefatura del Estado, la continuidad de la demo- 
cracia social, representativa y política que ellas 
diseñan. 

Los pormenores de la sucesión de Reyes y Re- 
gentes también están expuestos en la Ley. Y en 
todo caso, los plazos y condiciones de la Regencia, 
las cesiones, renuncias, abdicaciones y matrimo- 
nios, etc., habrán de ser inexcusablemente infor- 
mados por el Consejo de Regencia y obtener la 
aprobación de las Cortes españolas, por una ma- 
yoria mínima de los dos tercios de los procurado- 
res presentes, y nunca inferior a la mayoría abso- 
luta de la Cámara. Sin perjuicio, claro está, del re- 
curso al referendum, por el interáís transcendental 
de tales disposiciones. 


Hemos dicho que estas Leyes en cierta manera 
configuran un proceso constitucional, que, por otra 
parte, continúa abierto. 


En efecto, estas cinco Leyes son las que el artí- 
culo 10.” de la Sucesión declara fundamentales, son 
las únicas que, no obstante proceder, sin tal ran- 
go, de las diversas y significativas fechas antes indi- 
cadas, fueron refrenadas como fundamentales por 
el pueblo entero. 


Ahora bien, el mismo artículo hace alusiín a 
“cualquier otra que en lo sucesivo se promulgue” 
y que pueda alcanzar semejante categoría. A di- 
ferencia de las demás disposiciones legales, sus- 
ceptibles de modificaciones por las Cortes, estas 
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Leyes, digámoslo una vez más, requieren el refren- 
do de la Nacién. 

Pues, la Ley llamada de Principios Fundamen- 
tales, de 17 de mayo de 1958, constituye una sín- 
tesis de los que inspiran las cinco tantas veces men- 
tadas; de ellas toma su validez; y es, en sí, el texto 
recapitulado y categórico sobre el cual ha de pres- 
tarse juramento, tal como lo determina su artícu- 
lo 2.” fel 1. es la fórmula de promulgación, y el 
2.* la fórmula de declaración de nulidad de cuales- 
quiera disposiciones que los vulneren o menosca- 
ben) en los términos siguientes: “Art. 2.” Todos los 
órganos y autoridades vendrán obligados a su más 
estricta observancia. El juramento que se requiere 
para ser investido de cargos públicos habra de re- 
ferirse al texto de estos principios fundamentales”. 
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MISION INSTITUCIONAL DEL CAUDILLAJE 


UN GIRO POLITICO DE CARACTER UNIVERSAL 


Libertad y autoridad 


Desde que existe alguna forma de organiza- 
ción política (o sea, desde siempre) la práctica del 
poder se ejercita dentro de una escala cuyos ex- 
tremos parecen ser el mando singular y el mando 
colegiado, la monarquía y la república, los regí- 
menes de libertad y los de autoridad. 

Ahora bien, las formas de nuestro tiempo 0s- 
tentan la característica, ya muchas veces notada 
y advertida, de que estos extremos teóricos tienden 
a aproximarse. Las monarquías se hacen represen- 
tativas y sociales, mientras que las repúblicas se 
configuran con mayor permanencia, concentración 
resolutiva y depósito de confianza en los niveles 
presidenciales. 

Quien mire con templanza y sinceridad cómo 
sienten los pueblos hoy, se da cuenta de que se- 
mejante evolución del poder ya no les repugna, 
sino que la aceptan, la aprueban e incluso la alien- 
tan. La vehemencia de cambio de personas o de 
división de partidos que se experimentaba en otras 
épocas se ha atenuado o extinguido. No disgusta 
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ninguna de las dos cosas: ni que un gobernante 
experto y probado aumente sus atribuciones, ni 
que perdure largo tiempo su mandato. Al contra- 
rio, la gente comprende que estos dos requisitos 
—un ámbito suficiente de poder, y un crédito tem- 
poral suficiente— son necesarios para realizar 
obras de gran alcance, tales como, por ejemplo, 
un orden social apto para atravesar en paz la era 
de tensiones y agitaciones en que la humanidad 
ha entrado. j 

Semejante giro de los usos políticos no viene 
produciéndose en virtud de una filosofía. Sería ab- 
surdo admitir que, por ejemplo, a Inglaterra y al 
Irán, a Egipto y a Estados Unidos, les mueve la 
misma filosofía. Viene produciéndose por efecto 
de la pragmática voluntad popular, por la fuerza 
de las cosas. De aquí que sea universal. 

El giro no tiene causas ideológicas. Más bien 
es contrario a la ideología previa. Pero sí es sus- 
ceptible de interpretación y consecuencias teóricas 
que podrían formularse así: La antinomia ocho- 
centista entre libertad y autoridad se ha resuelto, 
o está resolviéndose. La autoridad política asume 
el papel de representar a la libertad general y 
responder de ella. El espíritu de libertad se refu- 
gia, se aviva y se confía alrededor de unas auto- 
ridades prestigiosas y durables. Arriba y abajo 
existe la conciencia de que el nuestro, además de 
ser un mundo libre, es un mundo amenazado. 

Entonces, lejos de pugnar con las fuerzas po- 
pulares y con el ímpetu de la libertad, la Corona 
(o la Presidencia: la Autoridad en todo caso), 
concentran su sentido y destino en preservar la de- 
mocracia libre para hoy, en vitalizarla para el 
futuro. 
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Política efectiva 


Por otra parte, está en pleno descenso —si e3 
que todavía subsiste— el entusiasmo de nuestros 
abuelos, y aún de nuestros padres, por las empre- 
sas políticas de carácter “ideal”, Las naciones 
prefieren que el Gobierno encauce la riqueza y 
energía colectivas hacia creaciones de utilidad 
práctica; a ser posible inmediata; y, por supuesto, 
dilatadas y provistas de repercusión general. 

Así como en la época romántica y ochocen- 
tista apasionaban las banderas ideológicas, lo que 
hoy convence, son las empresas técnicas y econó- 
micas o sociales fecundas, que pueden engendrar 
oportunidades eficaces de vida para la población, 
que aumentan el espacio y el tiempo disponibles, 
que proporcionan comodidades, medios, seguridad, 
libertades tangibles. Lo que se quiere no es el de- 
recho a moverse o a vivir, sino el poder movers2 
y vivir, 

Puesto que la gente piensa de esta manera, lo 
democrático es gobernar de esta manera. 

Es lo democrático, porque obedece a la volun- 
tad general de cada pueblo. Pero lo es también 
porque sirve a la paz y al desarrollo, a la voluntad 
general del gran pueblo humano que habita nues- 
tro planeta. 

Solamente los políticos de profesión, algunos 
oradores y maniobreros de anticuado estilo, pien- 
san y se comportan en sentido diferente. Siguen 
entregados a su job profesional o al hobby de sus 
aficiones, que consiste en inventar latiguillos pu- 
blicitarios e ideales románticos, gracias a los cua- 
les pueden hacer jugar su interés en la bolsa de 
los votos. Cuanto más movimiento haya en la bolsa 
electoral, más ganancia se ofrece a estos jugadores 
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de bolsa. Aunque la seguridad general lo que pide 
es una bolsa sostenida, una política sin quiebras 
ni alarmas catastróficas, una política efectiva. 


Confianza en los hombres 


Ambos fenómenos—la superación de la anti- 
nomia entre libertad y autoridad, el ansia de una 
política efectiva— dan por resultado que el pue- 
blo se desvíe de los ideólogos políticos Está can- 
sado del politiqueo, lo mismo si el politiqueo se 
juega con normas externamente democráticas —la 
bolsa de los votos— que si se burla de ellas —las 
oligarquías descaradas—. 

Entre la multitud de políticos rivales por una 
parte, y por otra la persona de un hombre honrado 
y enérgico, realista y renovador, tenaz y no cohi- 
bido, los pueblos de nuestro tiempo eligen a este 
último sin vacilaciones. 

Es universal la decadencia de los partidos, y 
el auge de las figuras señeras, autorizadas, presti- 
giosas, no despóticas ni parciales, que viene dis- 
tinguiendo a la época actual en el mundo civili- 
zado: en el mundo libre. 

La tendencia no es dudosa, ni esporádica, ni 
local. Se registra en todas partes. A los hombres 
capaces lez espera una popularidad honda, since- 
ra, persistente. No les ha faltado —al contrario— 
a Stalin, Roosevelt, Nasser, Nehru, De Gaulle... 

Lo importante es que este potencial excepcio- 
nal de popularidad tan característico de nuestro 
tiempo, encuentre personas, a su vez, excepciona- 
les: dignas de ella. 
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HISTORIA Y CATEGORIA DE UNA PERSONA 


Anteguerra 


Los españoles estaban convencidos en julio de 
1936, al emprender la guerra civil, de que se lan- 
zaban a una aventura desesperada y excepcional. 

Durante un siglo largo, desde que sufrieron 
y rechazaron la invasión francesa en 1808, en- 
contrábanse hondamente divididos entre sí. Es 
cierto que el espíritu de independencia unió al 
pueblo frente a las tropas napoleónicas, pero no 
es menos cierto que en las clases altas y en la di- 
nastía reinante hubo individuos más de acuerdo 
con el invasor que con el propio pueblo que le 
rechazaba. La invasión repelida al fin por las ma- 
sas populares dejó una estela de discordias ideo- 
lógicas y políticas que, al surcar sobre una na- 
ción que se empobrecía —perdiendo enormes te- 
rrenos y riquezas—, y que al compás de su em- 
pobrecimiento económico empeoraba socialmente 
-—extremando lo irracional e inicuo de la distri- 
bución de los bienes— hacía las gentes cada vez 
más insolidarias. 

A lo largo del siglo x1x España va siendo una 
tierra de promisión para el anarquismo, y vice- 
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versa. Se vive en un estado casi endémico de in- 
surrección armada, del cual han pasado al cono- 
cimiento, e incluso al vocabulario internacional, 
las guerrillas, los pronunciamientos, el cantonalis- 
mo y las guerras carlistas, A fines del xix, los 
teóricos del marxismo, lo mismo el propio Marx 
que Bakunin, y despuís Lenin o Trotski, detectan 
en España y en Rusia los países más prometedores 
para su revolución. 


Pero los primeros lustros del siglo xx ennegre- 
cen todavía las perspectivas y las realidades. En 
1308 han terminado de perderse las colonias al 
otro lado del Atlántico. Se indica el régimen de 
protectorados. esa especie de subcolonización que 
durante algún tiempo permitió a los europeos ini- 
ciar el desarrollo de las riquezas del vecino con- 
tinente africano. Y España, la más inmediata ve- 
cina, se vió casi excluida de la concurrencia, en 
virtud de su lastimoso estado político, económico 
y militar. 

La situación interior empeora. Las reformas 
desde el Gobierno, o no son seriamente emprendi- 
das, o se frustan en la atonía general del Estado 
se bate el record mundial de magnicidios. Se acen- 
túa la desigualdad y la insolidaridad social, cosa 
que parecía imposible. 

Durante los años 30, y desde que desaparece 
la dictadura paternalista del general Primo de 
Rivera, la vida de los españoles es un auténtico 
rodar a trompicones por un despeñadero cuya 
pendiente es cada vez más aguda. 

Al llegar el 36, la aceleración del odio era de- 
mencial. Obreros que optaban por destruir las má- 
quinas e instalaciones. Agricultores que preferían 
dejar sus propias tierras sin cultivo. Capitales y 
capitalistas que huían al extranjero. Desharrapa- 
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dos que prendían fuego, porque sí, a los tesoros 
de arte y de cultura. El desafío, la provocación, 
la reyerta, por cualquier motivo o sin ninguno. 
Un solo hecho, en sí ridículo, pero atrozmente re- 
presentativo del “delirio de hostilidad” que aque- 
jaba a los españoles: a la entrada de los templos 
religiosos acudían a pasearse tipos que en plan de 
insulto y reto llevaban en la solapa o en el pecho, 
como una divisa, la figura del diablo... 


El 14 de julio de 1936 amaneció asesinado el 
jefe de la oposición parlamentaria, Don José Cal- 
vo Sotelo. Rápidamente se supo que le había sa- 
cado de su casa, de madrugada, una patrulla de 
guardias de Orden Público (del Cuerpo de Se- 
guridad y Asalto), y en un camión del mismo cuer- 
po le habían dado muerte de un tiro en la nuca. 

Es importante hacerse cargo de las cireunstan- 
cias concurrentes en este trágico suceso, por la cla- 
ridad que ellas irradian sobre su carácter, su sig- 
nificación y alcanze políticos en el seno de una re- 
pública democrática. D. José Calvo Sotelo, con sus 
intervenciones, de convincente elocuencia, en las 
Cortes, ejercía un derecho indiscutible, reconocido 
por todas las Constituciones de las democracias, y 
lo usaba además, amparado por la, asimismo cons- 
titucional, inmunidad parlamentaria. En una de 
las sesiones, de fecha próxima a la de su muerte, ” 
y cuando, al dar por terminado su discurso, se sen- 
taba en su escaño, la conocida líder comunista Do- 
lores Ibárruri (La Pasionaria), actualmente en 
Moscú, se levantó del suyo para anunciar, seña- 
lando al orador: “Ese hombre ha hablado por últi- 
ma vez”. 

Los ejecutores de esta especie de lúgubre sen- 
tencia fueron, como hemos dicho más arriba, guar- 
dias de orden público. Con este crimen, la Repú- 
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blica suprimía de hecho la libertad parlamentaria, 
y asestaba, con ello, un golpe mortal a todo el or- 
ganismo democrático. Volviendo sus armas contra 
la vida normal del Congreso de los Diputados, la 
República, en cuanto democrática, se había suici- 
dado. 


Guerra 


El asesinato del ilustre político fue la señal. Se 
subleva la guarnición española destacada en el 
protectorado de Marruecos. Los sindicatos marxis- 
tas y anarquistas proveen de armas largas a sus 
afiliados y los lanzan a la calle. Tripulaciones de 
los barcos de guerra arrojan por la borda a los 
oficiales y enarbolan la bandera roja. Por toda la 
extensión de España, militares y civiles armados se 
hacen fuertes en los cuarteles, se apoderan de las 
encrucijadas, se asaltan, se apuñalan, se huyen, se 
esconden, se enfrentan, se organizan y contraorga- 
nizan empujados por el terror y creando y propa- 
gando el terror. En unas horas, cada cual ha elegi- 
do turbiamente a cuáles de sus conciudadanos va 
— ¡por fin!— a matar, y ha imaginado los recreos 
“de sadismo con que envolverá su venganza. Cada 
amanecer de julio o de agosto descubre nuevos ca- 
dáveres —o fragmentos de cadáveres— en las afue- 
ras: de los pueblos, en los suburbios de las ciuda- 
des mayores. Es la guerra civil, esta vez a muerte 
y de “todos contra todos”. 

Sí. El 182 de julio de 1936, cuando empezó ofi- 
cialmente, digámoslo así, la guerra civil, los espa- 
ñoles, uno por uno, estaban bien seguros de que se 
lanzaban a una aventura última y excepcional. 
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De lo que no estaban seguros, ni podían estar- 
lo, es de que también existiese un hombre último 
y excepcional, capaz de sacarles del caos y de lle- 
varles a una pacífica y ordenada calidad de nación 
que habían perdido desde varias generaciones. 

El general Franco no era entonces una desta- 
cada figura política. Ni siquiera una figura políti- 
ca. Poseía una brillante carrera profesional, ha- 
biendo sido el general más joven del Ejército es- 
pañol y el director de la Escuela Militar de Estu- 
dios Superiores de España, la Academia General 
y Militar de Zaragoza. Su popularidad era grande 
entre sus compañeros, como la de cualquier técni- 
co prestigioso entre los que se dedican a la misma 
especialidad; pero no entre las masas, salvo por su 
valor e intrepidez en las guerras marroquíes de 
doce o catorce años atrás. 


Si existían figuras militares rodeadas de un 
prestigio político, y con influencia política sobre 
sectores considerables de población eran, por ejem- 
plo, Mola o Sanjurjo, y los dos perecieron a poco 
de empezar la contienda. 

Entre las figuras civiles con gran popularidad 
figuraban: José Calvo Sotelo, asesinado como que- 
da dicho, antes del 18 de julio. José María Gil Ro- 
bles, también de significación derechista, pero 
orientado en sentido diferente que Calvo; su acti- 
tud no tan decidida como deseaban muchos de sus 
partidarios le puso rápidamente fuera de juego. In- 
dalecio Prieto, socialista generalmente moderado, 
quedó pronto en posición marginal, tras un prolon- 
gado forcejeo con los extremistas. Francisco Largo 
Caballero, líder marxista que llegó a tener ascen- 
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diente arrebatador en las masas obreras de su ideo- 
logía, se dejó ilusionar por el título de “Lenin es- 
pañol”, colaboró sinceramente con los comunistas y 
acabó destruído por ellos. Alejandro Lerroux, vehe- 
mente y castizo revolucionario en su lejana ju- 
ventud, era el jefe titular de un partido radicalista 
que en el 36 se hallaba en plena corrupción y deca- 
dencia. 


José Antonio, así como sus camaradas Ramiro 
Ledesma y Onésimo Redondo, representaban a 
una juventud sin alojamiento político —“a la in- 
temperie”—, es decir, a las generaciones que sen- 
tían la imposibilidad de conservación de un modo 
ya anacrónico y lo fiaban todo a un nuevo trato, 
nueva frontera u orden nuevo, Puede decirse que, 
en cierto modo, aquella mocedad española, como 
las juventudes más jóvenes de otros pueblos, ex- 
perimentaba misteriosamente la situación de cam- 
bio, creadora y revolucionaria, que iba a imponer- 
se con el advenimiento de la era nuclear. 

Por lo que hace a las generaciones jóvenes, 
José Antonio Primo de Rivera, Jefe de los falan- 
gistas, se hallaba en la cárcel, como gran parte de 
sus Camaradas. Y su movimiento, el único nuevo 
entre los partidos políticos, fundado tres años an- 
tes, había sido puesto fuera de la ley por el último 
Gobierno de Madrid. 

El repertorio de hombres en los que un nú- 
mero apreciable de sus compatriotas pudieran te- 
ner fe o confianza, queda aquí prácticamente ago- 
tado. Manuel Azaña, un liberal izquierdista con 
bastante prestigio cuando los primeros años trein- 
ta, era ya una figura desbordada y más bien de- 
corativa, a quien se nombró Presidente de la Re- 
pública para ocupar la presidencia con alguien 
que no fuese nadie. El doctor Negrín, profesor de 
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medicina, sólo conocido por algunos médicos, fue 
más tarde elevado a Presidente del Gobierno por 
los comunistas, como mero testaferro suyo, 

Esta es la realidad. Es falso que el 36 triunfa- 
se una conspiración. Una conspiración la hace 
siempre una minoría. El 36 se generalizó y se po- 
larizó una guerra intestina que venía librándose 
por brotes, cada día en uno o en varios sitios, y 
en la cual muy pocos españoles se sentían neu- 
trales, y menos aún, por no decir ninguno, sabía 
concretamente por quién guiarse y a quién obe- 
decer. 


Cuando en el verano del 36 se configuraban, 
polarizándose, los bandos de la guerra española, 
y al mismo tiempo que en el bando rojo no apa- 
recía ninguna figura destacada —o bien era dí 
vorada pronto por sus competidores—, en el lad 
nacional el valor y el saber de Franco, jefe mil 
tar, sus aciertos y éxitos, fueron granjeándole la 
confianza de los combatientes. Las Juntas de De- 
fensa, con naturalidad sincera y unánime, le re- 
conocieron Jefe. 

Al plantearse los primeros, quizá rudimenta- 
rios problemas políticos de la nueva y parcial co- 
munidad española, las tomas de posición de Fran- 
co resultaban ser las más adecuadas. A mitad de 
la guerra, su calidad personal como dirigente es- 
taba fuera de discusión en los dos bandos. Su in- 
teligencia, su calma, su valor y hasta su buena 
estrella ganaban la ilusión de los desesperados 
españoles. 
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Postguerra 


Al paso alegre de la paz, en la primavera del 
39, cuando se abatieron las últimas armas y otra 
vez todo el territorio nacional era transitable, la 
emoción de contar con tal jefe para las obras de 
la paz fue el factor más positivo en el ímpetu con 
que los españoles acometieron la reconstrucción 
de su país devastado, 

Ahora bien, el prestigio de Franco seguía au- 
mentando después del 39. Es evidente que su 
mano de timonel, firme y segura, libró a la nación 
de hundirse en el torbellino de la segunda guerra 
mundial. Hecha la paz internacional —las obsce- 
nas paces de Teherán, de Yalta o de Potsdam, 
vie dieron a los soviets la oportunidad de aplas- 

11 con su peso la civilización de occidente—, Fran- 
o presidió la resistencia y la independencia. 

Y hasta hoy la nación no ha dejado de avan- 
. zar en su economía, en su progreso social, en su 
valor internacional, como jamás ha sucedido du- 
rante veinticinco años sin interrupción bajo un solo 
Rey ni Presidente, durante la dilatadísima histo- 
ria de la nación española. 
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SENTIDO DEL CAUDILLAJE PARA LA DEMO- 
CRACIA ESPAÑOLA 


La democracia no es inconciliable con el hecho 
de que, en determinadas circunstancias históricas, 
la gestión suprema del bien general y común le 
sea confiada, con una confianza plena y duradera, 
a un hombre singularmente representativo. 

El principio genérico toma en el caso de Espa- 
ña algunos caracteres que deben ser tenidos - en 
cuenta. Pero que no desvirtúan, sino que confirman 
y esclarecen el profundo sentido que tiene el Cau- 
dillaje para la Democracia. 


Premisa filosófica 


Analicemos primeramente lo que llamaríamos 
el papel de Dios en el poder político. En alguna 
forma ha sido sentido por todos los pueblos eris- 
tianos, occidentales y libres. Recuérdense divisas 
tan antiguas como “Dieu et mon droit”, “Gott mit 
uns”, e incluso el más antiguo y democrático “vox 
populi, vox dei”. El hecho de que alguien mande 
y otros obedezcan se ha entendido siempre, desde 
que nuestra civilización existe, no como el resulta- 
do de una lucha biológica de apetitos individuales, 
sino como la expresión, en determinada forma, de 
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un orden superior, del cual el orden físico viene 
a ser un eco y un reflejo. 

Esta convicción, oscura o clara, pero persisten- 
te y general, está entrañada también en la antiquí- 
sima cultura española. 

Desde que la nación es un Estado moderno 
—antes por cierto, de empezar la “Edad Moder- 
na”—, los ciudadanos han reconocido en la auto- 
ridad de sus Reyes un origen divino. Los Jefes del 
Estado español lo eran “por la gracia de Dios”. 
Con esta fórmuia se califican en el texto de los de- 
cretos, títulos, monedas y toda suerte de documen- 
tos oficiales. 

Pero aún antes de ser una nación en el sentido 
moderno de la palabra, los primeros españoles 
—varios siglos antes de Jesucristo— guardaban 
una ligazón de tipo espiritual o casi religioso con 
sus jefes; es la que se encontraron los romanos al 
llegar a la península, y que describieron como de- 
votio iberica. Aunque ningún español, en ningún 
momento, en la Antigiedad, ni en la Edad Media, 
ni cuando el descubrimiento y colonización de va- 
rios continentes de ultramar, entre ellos el ameri- 
cano, ni en la Edad Moderna, ni nunca, ha creido 
que su jefe fuera un descendiente personal de la 
divinidad. 

La “gracia de Dios” expresa una convicción 
filosófica y un ideal político. ] 

La convicción de que es de la providencia divi- 
na de quien procede el don de mando y el poder. 
Por lo tanto, el solidarizarse el hombre, mediante 
la confianza y la obediencia, con otro hombre que 
dirige y manda, tiene un último fundamento reli- 
gioso. Y la autoridad misma, en virtud de este fun- 
damento, no es tanto un derecho como un compro- 
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miso y obligación de proceder rectamente, respecto 
al súbdito y respecto al género humano. 

El ideal político envuelto aquí es que la socie- 
dad puede vivir en un orden lúcido, justo, frater- 
nal y venturoso, que armonice con el orden esta- 
blecido por Dios en la creación: con el “cántico 
universal” de su gloria. 

Ni aun las ideas secularizadas y laicas del siglo 
anterior prescindieron de este concepto entrañable; 
los Jefes de Estado del XIX lo eran “por la gra- 
cia de Dios y la Constitución”, fórmula transacti: 
va poco brillante por cierto, pero aun devota en 
algún modo. 

Las monedas de hoy nos presentan a “Francis- 
co Franco, Caudillo de España por la gracia de 
Dios”, precisamente porque la personalidad de 
este hombre excepcional ha resucitado el viejo sen- 
timiento del origen y carácter providencial del po- 
der. La religiosidad española ha notado, cada vez 
con nuevas confirmaciones, la mano de Dios pro- 
tegiendo la prudencia, la justicia, la fortaleza y la 
templanza de Franco. A su vez, Franco es profun- 
damente sobrio, abnegado y religioso, como el Cid 
y los otros Caudillos de la gran historia. 

No podrán comprender estas cosas las perso- 
nas que no participan del modo de ser homo reli- 
giosus propio del hombre español; pero el que des- 
de fuera no se comprenda no quiere decir que sea 
artificioso o insincero, ni, mucho menos, que no 
exista. Que no esté arraigado en lo más íntimo y 
constante del pueblo, que no sea democrático. 


Premisa sociológica 


Que el poder proviene de Dios no quiere decir 
que no proviene del pueblo. Igual que el hombre 
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tiene albedrío, o sea, derecho a regirse libremente, 
el pueblo tiene independencia y derecho a gober- 
narse por sí mismo. La autoridad política mana de 
la soberanía nacional. El gobernante lo es por vo- 
luntad y representación del pueblo. Quien le de- 
termina y sustenta es el consenso de la sociedad. 

En efecto, la voluntad divina no se manifiesta 
de una manera formal —a la manera de los au- 
gurios de las sociedades hierocráticas primitivas—, 
sino de los múltiples modos naturales que compo- 
nen la “trama” de la providencia. La providencia 
se nos aparece como el signo que creemos ver en 
los hechos naturales. Y el primer hecho natural, 
para la política, es la voluntad popular. En este 
sentido, la voluntad popular es una cierta manifes- 
tación de la voluntad divina. Otras manifestacio- 
nes naturales y evidentes son el que exista el 
hombre preciso, el que se den las condiciones his- 
tóricas precisas, etc. 

“El poder viene de Dios a través del pueblo” 
es una tesis perfectamente acomodada en el pen- 
samiento político español de todas las épocas. De 
modo que el decir simplemente “viene del pueblo” 
no envuelve necesariamente una contradicción 
terminante. 

De hecho, nunca el pensamiento, el sentimien- 
to ni la conducta de los españoles han dejado de 
ser democráticos. En el tiempo presente, cualquier 
sociólogo (sociólogo puro, empleando medios pu- 
ramente sociológicos) que estudie la disposición de 
la comunidad española, registra el apoyo popular, 
el carácter mayoritario, sincero y firme de la ad- 
hesión al Jefe del Estado. La mayoría absoluta de 
nuestra población se ha declarado con solemnidad 
en plebiscito; pero se declara con menos o ningu- 
na solemnidad frecuentemente en comicios sindi- 


60 


cales, municipales, etc., y bajo otras formas de 
asistencia pública que para el sociólogo puro, re- 
petimos, o sea, para una persona no influída por 
perjuicios dogmáticos y políticos, son absoluta- 
mente claras. 


Consecuencia 


Se marca así el enlace del Caudillaje con la 
Democracia por lo que se refiere al pasado, a la 
Tradición, al origen histórico y filosófico del con- 
cepto. No es menos importante este enlace por lo 
que se refiere al futuro. 

Los españoles, ni más ni menos que los demás 
pueblos del planeta, ignoran lo que va a suceder el 
día de mañana. Y esto, como a los demás, les trae 
con cuidado. : 

De lo que no están convencidos, por supuesto, 
es de que la providencia les depare un segundo 
Caudillo, un tercero, etc. Las Leyes no están traza- 
das sobre la base de lo excepcional, y el Caudilla- 
je es un hecho excepcional. 

En las Leyes, el Caudillaje no es transferible ni 
hereditario. El sucesor, Regente o Rey, no será un 
Caudillo; será un monarca democrático, continua- 
dor de la monarquía “católica”, social, tradicio- 
nal y representativa” instituida en las Leyes, Ha- 
brá de jurar las Leyes y desarrollarlas gobernan- 
do. Para alterar las Leyes fundamentales, ni él ni 
todos sus instrumentos gubernativos, ni siquiera 
el Parlamento, serán suficientes. Sólo lo sería el 
mismo pueblo, expresándose en referéndum. 

Para que el día de mañana curse con esta paz 
y seguridad democrática, se precisa un gran des- 
arrollo de los medios de vida, la realización de una 
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justicia que elimine de raíz los impulsos antisocia- 
les, y la habituación de todos a la convivencia pa- 
cífica. 

Nuestro pueblo, que sabe dónde le duele y dón- 
de le aprieta el zapato, conoce bien que esto es lo 
que necesita; porque las causas que le arruinaron 
son la pobreza, la injusticia y la insolidaridad. Para 
emprender una vida nueva de suficiente volume: 
histórico les hace falta curarse, convalecer, resta- 
blecerse. 

El restablecimiento de España nadie piensa que 
habrían podido operarlo las mismas personas, las 
mismas ideas y las mismas costumbres políticas que 
destruveron la salud nacional. Hacían falta unas 
medidas que fuesen excepcionales (porque las nor- 
males habían fracasado) y que, además de una 
profundidad suficiente, actuasen por un tiempo su- 
ficiente; ya que los remedios transitorios o super- 
ficiales —como lo fue la paternal dictadura de don 
Miguel Primo de Rivera por los años 20— habían 
fracasado también, 

Así es como lo ve la generalidad del país. Ya 
se había hecho evidente a las generaciones penúl- 
timas que la curación tenía que ser quirúrgica; 
Joaquín Costa reclama el “cirujano de hierro”, y 
Menéndez Pelayo predice el “alba de sangre”. 

La operación —providencial— tuvo por fin lu- 
gar tres años inmediatamente anteriores a la se- 
gunda Guerra Mundial. Inmediatamente empezó 
la convalecencia, a pesar de todas las circunstan- 
cias exteriores en contra. España tuvo qué ponerse 
a cicatrizar sus heridas cuando.-el mundo alrede- 
dor ardía por los cuatro_eostados. Y seguir hacién- 
dolo cuando _el-múndo exterior, al cicatrizar las 
suyas, trataba a España, que había sido neutral en 

caja 188 808 guerras mundiales, como uno de los países 
vencidos, e incluso peor que a alguno de ellos. 


| 
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En fin, todo está superado, y el país en pleno 
movimiento de incorporación a la vida universal. 
Es lo que varios pensadores van conociendo como 
Nuevo Horizonte, contemporáneo y concertado con 
un “nuevo horizonte" de la vida europea. 

En lo económico, en lo cultural, en lo político, 
en los intercambios humanos, Europa es un acorde 
cada vez más perfecto y sereno. España está en él. 
Y con España el gran puente invisible hacia los 
pueblos americanos. 

En esta conyuntura, el futuro español podría 
ser democrático, o despótico o anárquico. En ella, 
Franco es la garantía de la democracia futura. Si 
su mando por cualquier desgracia se hubiese inte- 
rrumpido, es casi seguro que España habría caí- 
do, o en la dispersión anárquica y la invasión ex- 
tranjera, o en el totalitarismo, probablemente de 
tipo marxista. 

Pero no se ha interrumpido. Las Leyes funda- 
mentales se aplican y se desarrollan, cuajando en 
realizaciones legales, jurídicas, económicas y so- 
ciales, el inmenso proyecto de una democracia mo- 
derna y propia que aquellas contienen. 

Gracias a este proceso lento y seguro, cuando 
el Caudillaje se extinga, con la vida del Caudillo, 
España será lo que no ha logrado ser en varias ge- 
neraciones, a través de mil luchas terribles, de re- 
gímenes diversos, de esfuerzos siempre frustrados, 
de ilusiones cada vez más desesperadas: un pueblo 
libre, una democracia auténtica y actual, 


FIRME Y LEAL DEMOCRACIA 


La concepción peculiar de la democracia espa- 
ñola va perfilándose, a través de las últimas ma- 
nifestaciones de Franco, cada vez con mayores 
contenidos positivos y precisiones ideológicas. “La 
participación del propio pueblo en la solución de 
sus problemas”, la política de “realización y de- 
dicación íntegra al servicio del pueblo”, constitu- 
yen la médula de toda democracia auténtica. Pero 
cuando, como en el caso de España, nuestra co- 
yuntura histórica nos ha permitido replantear con 
nuevo trazo nuestro sistema de convivencia, sería 
absurdo hacerlo cayendo en los vicios y errores 
característicos de algunas democracias, que no 
constituyen, precisamente, sus méritos, sino sus 
graves y defectuosos peligros; en cuanto son fac- 
tores negativos para la eficacia o el orden y, en 
definitiva, amenazas internas contra la propia es- 
tabilidad y pervivencia de la democracia; muchas 
veces usadas como punto débil de ataque por sus 
enemigos exteriores, 

La democracia española es, pues, desarrollo 
de un proyecto de nueva planta y no mimetismo 
de fórmulas ajenas, quizá envejecidas. Pero es, 
ante todo, fiel a los objetivos esenciales de la de- 
mocracia: libertad del hombre y presencia del pue- 
blo. Máximas libertades, compatibles con la auto- 
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ridad y el orden que han de garantizar su ejer- 
cicio y permanencia, y clima de diálogo abierto, 
son la expresión más clara de lo que desea ser 
la democracia española: “Vamos hacia las mismas 
metas de libertad, de autoridad, de orden, de efi- 
cacia, de grandeza para el pueblo, a metas de 
una democracia auténtica, la democracia de que 
se haga la voluntad y se logren las aspiraciones 
del pueblo, no en luchas intestinas, sino en unidad 
de los hombres y las tierras de España”. 

En una línea de arrolladora lógica, las pala- 
bras de Franco, en sus recientes intervenciones por 
pueblos y ciudades de una Castilla auténticamente 
popular, insisten, por tanto, en el sentido positivo, 
moderno, equilibrado y eficaz de una situación po- 
lítica cuya alineación no admite dudas. Estamos 
en el campo de la democracia. Pero no en reta- 
guardia, sino en vanguardia. En una vanguardia 
que, siempre, aporta dificultades y, más en una 
época de tensión internacional, de lucha por la 
pervivencia de la democracia misma. Por ello he- 
mos de ser firmes, debemos poseer dispositivos de 
seguridad y conocer al enemigo. No estamos 'edi- 
ficando una democracia ideal en el terreno de las 
utopías, sino una realidad firmemente asentada en 
las condiciones materiales y espirituales de un pue- 
blo y en la coyuntura universal de un mundo en 
convulsión. Nuestra experiencia es dura y dificil, 
pero algún día, todos los hombres amantes de la 
libertad habrán de agradecer a España el haber 
sabido estar en su puesto. 

(23-1X-1962.) 


HI 
APENDICE DOCUMENTAL 


En la tercera parte del presente folleto, y a manera de 
apéndice documental, se transcribe el texto completo de las 
cinco Leyes Fundamentales, así como la Ley de Principios 
Fundamentales del Movimiento, que las recapitula. 


PRINCIPIOS DEL MOVIMIENTO NACIONAL 


Ley de 17 de mayo de 1958 | 


Yo, Francisco Franco Bahamonde, Caudillo de I 
España, consciente de mi responsabilidad ante Dios ) 
y ante la Historia, en presencia de las Cortes del 
Reino, promulgo como Principios del Movimiento 
Nacional, entendido como comunión de los espa- 
ñoles en los ideales que dieron vida a la Cruzada, 
los siguientes: 


España es una unidad de destino en lo universal. El ¡ 
servicio a la unidad, grandeza y libertad de la Patria es 
deber sagrado y tarea colectiva de todos los españoles. 


1 


La Nación española considera como timbre de honor 
el acatamiento a la Ley de Dios, según la doctrina de la 
Santa Iglesia Católica, Apostólica y Romana, única ver- 
dadera y fe inseparable de la conciencia nacional que ins- 
pirará su legislación. 
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España, raiz de una gran familia de pueblos, con los 
que se siente indisolublemente hermanada, aspira a la ins- 
tauración de la justicia y de la paz entre las naciones. 


IV 


La unidad entre los hombres y las tierras de España 
es intangible. La integridad de la Patria y su independen- 
cia son exigencias supremas de la comunidad nacional. Los 
Ejércitos de España, garantía de su seguridad y expresión 
de las virtudes heroicas de nuestro pueblo, deberán po- 
seer la fortaleza necesaria para el mejor servicio de la 
Patria. 


v 


La comunidad nacional se funda en el hombre, como 
portador de valores eternos, y en la familia, como base 
de la vida social; pero los intereses individuales y colec= 
tivos han de estar subordinados siempre al bien común de 
la Nación, constituida por las generaciones pasadas, pre- 
sentes y futuras. La Ley ampara por igual el derecho de 
todos los españoles. 


vi 


Las entidades naturales de la vida social: Familia, Mu- 
nicipio y Sindicato, son estructuras básicas de la comuni- 
dad nacional Las instituciones y corporaciones de otro 
carácter que satisfagan exigencias sociales de interés ge- 
neral deberán ser amparadas para que puedan participar 
eficazmente en el perfeccionamiento de los fines de la co- 
munidad nacional. 
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El pueblo español, unido en un orden de Derecho, in 
formado por los postulados de autoridad, libertad y servi- 
cio, constituye el Estado Nacional. Su forma política es, 
dentro de los principios inmutables del Movimiento Na- 
cional y de cuantos determinan la ley de Sucesión y demás 
leyes fundamentales, la Monarquía tradicional, católica, so- 
cial y representativa. 


VII 


El carácter representativo del orden político es princi- 
pio básico de nuestras instituciones públicas. La particí- 
pación del pueblo en las tareas legislativas y en las demás 
funciones de interés general se llevará a cabo a través de 
la Familia, el Municipio, el Sindicato y demás entidades 
con representación orgánica que a este fin reconozcan las 
leyes. Toda organización política de cualquier índole, al 
margen de este sistema representativo será considerada ile- 
gal. 

Todos los españoles tendrán acceso a los cargos y fun- 
ciones públicas según su mérito y capacidad. 


IX 


Todos los españoles tienen derecho: a una justicia inde- 
pendiente, que será gratuita para aquellos que carezcan de 
medios económicos; a una educación general y profesio- 
nal, que nunca podrá dejar de recibirse por falta de me- 
dios materiales; a los beneficios de la asistencia y seguri- 
dad sociales, y a una equitativa distribución de la renta 
nacional y de las cargas fiscales. El ideal cristiano de la 
justicia social, reflejado en el Fuero del Trabajo, inspirará 
la pcYtica y las leyes. 


x 


Se reconoce el trabajo como origen de jerarquía, deber 
y honor de los españoles, y a la propiedad privada en todas 
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sus formas como derecho condicionado a su función social. 
La iniciativa privada, fundamento de la actividad econó- 
mica, deberá ser estimulada, encauzada y, en su caso, su- 
plida por la acción del Estado. 


xI 


La Empresa, asociación de hombres y medios ordena- 
dos a la producción, constituye una comunidad de intere- 
ses y una unidad de propósitos. Las relaciones entre los 
elementos de aquélla deben basarse en la justicia y en la 
recíproca lealtad, y los valores económicos estarán subor- 
dinados a los de orden humano y social. 


XII 


El Estado procurará por todos los medios a su alcance 
perfeccionar la salud física y moral de los españoles y ase- 
gurarles las más dignas condiciones de trabajo; impulsar 
el progreso económico de la Nación con la mejora de la 
agricultura, la multiplicación de las obras de regadío y la 
reforma social del campo; orientar el más justo empleo y 
distribución del crédito público; salvaguardar y fomentar 
la prospección y explotación de las riquezas mineras; in- 
tensificar el proceso de industrialización, patrocinar la in- 
vestigación científica y favorecer las actividades marítimas, 
respondiendo a la extensión de nuestra población marinera 
y a nuestra ejecutoria naval. 


En su virtud, dispongo: 


1. Los principios contenidos en la presente Promulga- 
ción, síntesis de los que inspiran las Leyes fundamentales 
refrendadas por la Nación en 6 de julio de 1947, son, por 
su propia naturaleza, permanentes e inalterables. 


2. Todos los órganos y autoridades vendrán obligados 
a su más estricta observancia. El juramento que se exige 
para ser investido de cargos públicos habrá de referirse al 
texto de estos Principios fundamentales. . 
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3. Serán nulas las leyes y disposiciones de cualquier 
clase que vulneren o menoscaben los Principios proclama- 
dos en la presente Ley fundamental del Reino. 


Dado en el Palacio de las Cortes, en la solemne sesión 
de diecisiete de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho. 


FRANCISCO FRANCO BAHAMONDE. 
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FUERO DE LOS ESPAÑOLES 


Ley de 17 de julio de 1945 (1) 


Francisco Franco Bahamonde, Caudillo de Espa- 
ña, Jefe del Estado y Generalisimo de los Ejércitos 
de la Nación: 

Por cuanto las Cortes Españolas, como órgano 
superior de participación del pueblo en las tareas 

- del Estado, según la Ley de su creación, han elabt 

- rado el FUERO DE LOS ESPAÑOLES, texto fund. 
mental definidor de los derechos y deberes de lc 
mismos y amparador de sus garantías. 

Vengo en disponer, de conformidad en un todo 
con la propuesta por aquéllas formulada, lo st- 
guiente: 


Artículo único.--Queda aprobado, con el carácter de 
Ley fundamental reguladora de sus derechos y deberes, el 
Fuero de los Españoles, que a continuación se inserta: 


TITULO PRELIMINAR 


1. El Estado español proclama como principio rector 
de sus actos el respeto a la dignidad, la integridad y la 
libertad de la persona humana, reconociendo al hombre, 


(1) Fue elevado al rango de Ley fundamental de la Nación 
por el artículo 10 de la Ley de 26 de julio de 1947, de la Suce- 
sión en la Jefatura del Estado. 
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en cuanto portador de valores eternos y miembro de una 
comunidad nacional, titular de deberes y derechos, cuyo 
ejercicio garantiza el orden al bien común. 


TITULO PRIMERO 
Deberes y derechos de los españoles 


CAPITULO PRIMERO 


2. Los españoles deben servicio fiel a la Patria, leal- 
tad al Jefe del Estado y obediencia a las leyes. 


3. La Ley ampara por igual el derecho de todos los 
españoles, sin preferencia de clases ni acepción de personas. 


4. Los españoles tienen derecho al respeto de su honor 
personal y familiar. Quien lo ultrajare, cualquiera que fue- 
se su Condición, incurrirá en responsabilidad. 


5. Todos los españoles tienen derecho a recibir edu- 
cación e instrucción y el deber de adquirirlas, bien en el 
seno de su familia o en centros privados o públicos, a su 
libre elección. El Estado velará para que ningún talento 
se malogre por falta de medios económicos. 


6. La profesión y práctica de la Religión Católica, que 
es la del Estado español, gozará de la protección oficial. 

Nadie será molestado por sus creencias religiosas ni el 
ejercicio privado de su culto. No se permitirán otras ce- 
remonias ni manifestaciones externas que las de la Reli- 
gión Católica. 


7. Constituye título de honor para los españoles el 
servir a la Patria con las armas. 

Todos los españoles están obligados a prestar este ser- 
vicio cuando sean llamados con arreglo a la ley, 
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8. Por medio de leyes, y siempre con carácter general, 
podrán imponerse las prestaciones personales que exijan el 
interés de la Nación y las necesidades públicas. 


9. Los españoles contribuirán al sostenimiento de las 
cargas públicas según su capacidad económica. Nadie es- 
tará obligado a pagar tributos que no hayan sido estable- 
cidos con arreglo a la ley votada en Cortes. 


10. Todos los españoles tienen derecho a participar 
en las funciones públicas de carácter representativo, a tra- 
vés de la familia, el Municipio y el Sindicato, sin perjuicio 
de otras representaciones que las Leyes establezcan. 


11. Todos los españoles podrán desempeñar cargos y 
funciones públicas según su mérito y capacidad. 


12. Todo español podrá expresar libremente sus ideas 
mientras no atenten a los principios fundamentales del 
Estado. 


13. Dentro del territorio nacional, el Estado garantiza 
la libertad y el secreto de correspondencia. 


14. Los españoles tienen derecho a fijar libremente 
su residencia dentro del territorio nacional. 


15. Nadie podrá entrar en el domicilio de un español 
ni efectuar registros en él sin su consentimiento, a no ser 
con mandato de la Autoridad competente, y en los casos y 
en la forma que establezcan las leyes. 


16. Los españoles podrán reunirse y asociarse libre- 
mente para fines lícitos y de acuerdo con lo establecido 
por las leyes. 

El Estado podrá crear y mantener las organizaciones 
que estime necesarias para el cumplimiento de sus fines. 
Las normas fundamentales, que revestirán forma de Ley, 
coordinarán el ejercicio de este derecho con el reconocido 
en el párrafo anterior. 


17. Los españoles tienen derecho a la seguridad jurí- 
dica. Todos los órganos del Estado actuarán conforme a 
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un orden jerárquico de normas preestablecidas, que no 
podrán arbitrariamente ser interpretadas ni alteradas. 


18. Ningún español podrá ser detenido sino en los 
casos y en la forma que prescriben las leyes. 

En el plazo de setenta y dos horas, todo detenido será 
puesto en libertad o entregado a la Autoridad judicial. 


19. Nadie podrá ser condenado sino en virtud de Ley 
anterior al delito, mediante sentencia del Tribunal compe- 
tente y previa audiencia y defensa del interesado. 


20. Ningún español podrá ser privado de su naciona- 
lidad sino por delito de traición, definido en las leyes pe- 
nales, o por entrar al servicio de las armas o ejercer cargo 
público en país extranjero contra la prohibición expresa 
del Jefe del Estado. 


21. Los españoles podrán dirigir individualmente peti- 
ciones al Jefe del Estado, a las Cortes y a las Autoridades. 

Las Corporaciones, funcionarios públicos y miembros 
de las fuerzas e Institutos armados sólo podrán ejercitar 
este derecho de acuerdo con las disposiciones por que se 
rijan. 


CAPITULO 11 


22. El Estado reconoce y ampara a la familia como 
institución natural y fundamento de la sociedad, con de- 
rechos y deberes anteriores y superiores a toda ley hu- 
mana positiva. 

El matrimonio será uno e indisoluble. 

El Estado protegerá especialmente a las familias nu- 
merosas. 


23. Los padres están obligados a alimentar, educar € 


instruir a sus hijos. El Estado suspenderá el ejercicio de 
su patria potestad o privará de ella a los que no la ejerzan 
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dignamente, y transferirá la guarda y educación de los me- 
nores a quienes por ley corresponda. 


CAPITULO III 


24. Todos los españoles tienen derecho al trabajo y el 
deber de ocuparse en alguna actividad socialmente útil 


25. El trabajo, por su condición esencialmente huma- 
na, no puede ser relegado al concepto material de mer- 
cancía, ni ser objeto de transacción alguna incompatible 
con la dignidad personal del que lo presta. Constituye por 
sí atributo de honor y título suficiente para exigir tutela 
y asistencia del Estado. 


26. El Estado reconoce en la Empresa una comunidad 
de aportaciones de la técnica, la mano de obra y el capital 
en sus diversas formas, y proclama, por consecuencia, el 
derecho de estos elementos a participar en los beneficios. 

El Estado cuidará de que las relaciones entre ellos se 
mantengan dentro de la más estricta equidad y en una je- 
rarquía que subordina los valores económicos a los de cate- 
goría humana, al interés de la Nación y a las exigencias 
del bien común. 


27. Todos los trabajadores serán amparados por el 
Estado en su derecho a una retribución justa y suficiente, 
cuando menos, para proporcionar a ellos y a sus familias 
bienestar que les permita vida moral y digna. 


28. El Estado español garantiza a los trabajadores la 
seguridad de amparo en el infortunio y les reconoce el de- 
recho a la asistencia en los casos de vejez, muerte, enfer- 
medad, maternidad, accidentes del trabajo, invalidez, paro 
forzoso y demás riesgos que puedan ser objeto de seguro 
social. 


29. El Estado mantendrá instituciones de asistencia y 


amparará y propulsará las creadas por la Iglesia, las Cor- 
poraciones y los particulares. 
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30. La propiedad privada como medio natural para el 
cumplimiento de los fines individuales, familiares o socia- 
les, es reconocida y amparada por el Estado. 

Todas las formas de la propiedad quedan subordinadas 
a las necesidades de la Nación y al bien común. 

La riqueza no podrá permanecer inactiva, ser destruída 
indebidamente ni aplicada a fines ilícitos. 


31. El Estado facilitará a todos los españoles el ac- 
ceso a las formas de propiedad más íntimamente ligadas a 
la persona humana: hogar familiar, heredad, útiles de tra- 
bajo y bienes de uso cotidiano. 


32. En ningún caso se impondrá la pena de confisca- 
ción de bienes. 

Nadie podrá ser expropiado sino por causa de utilidad 
pública o interés social, previa la correspondiente indem- 
nización y de conformidad con lo dispuesto en las Leyes. 


TITULO Il 


Del ejercicio y garantía de los derechos 


33. El ejercicio de los derechos que se reconocen en 
este Fuero no podrá atentar a la unidad espiritual nacio- 
nal y social de España. 


34. Las Cortes votarán las leyes necesarias para el ejer- 
cicio de los derechos reconocidos en este Fuero. 

35. La vigencia de los artículos 12, 13, 14, 15, 16 y 18 
podrá ser temporalmente suspendida por el Gobierno total 
o parcialmente mediante Decreto-ley, que taxativamente 
determine el alcance y duración de la medida. 


36. Toda violación que se cometiere contra cualquiera 
de los derechos proclamados en este Fuero será sancio- 
nada por las leyes, las cuales determinarán las acciones 
que para su defensa y garantía podrán ser utilizadas ante 
las jurisdicciones en cada caso competentes. 

Dada en El Pardo a diecisiete de julio de mil novecien- 
tos cuarenta y cinco.—FRANCISCO FRANCO BAHA- 
MONDE. . 
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FUERO DEL TRABAJO 


Ley de 26 de julio de 1947 (1) 


Renovando la tradición católica, de justicia social y alto 
sentido humano, que informó nuestra legislación de Im- 
perio, el Estado Nacional, en cuanto es instrumento al ser- 
vicio de la integridad patria, y sindicalista en cuanto re- 
presenta una reacción contra el capitalismo liberal y el 
materialismo marxista, emprende la tarea de realizar —con 
aire militar, constructivo y gravemente religioso— la Re- 
volución que España tiene pendiente y que ha de devolver 
a los españoles, de una vez para siempre, la Patria, el Pan 
y la Justicia. 

Para conseguirlo —atendiendo, por otra parte, a cum- 
Plir las consignas de Unidad, Libertad y Grandeza de Espa- 
ña— acude al plano de lo social con la voluntad de poner 
la riqueza al servicio del pueblo español, subordinando la 
economía a su política. 

Y partiendo de una concepción de España como unidad 
de destino, manifiesta, mediante las presentes declaracio- 


(DD) El Fuero del Trabajo fue promulgado por Decreto de 
la Jefatura de Estado de 9 de marzo de 1938 (Boletín Oficial del 
Estado del 10-3-1938), y declarado Ley fundamental de la Na- 
ción por el artículo 10 de la de 26 de julio de 1947. 
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nes, su designio de que también la producción española 
—en la hermandad de todos sus elementos— sea una uni- 
dad que sirva a la fortaleza de la Patria y sostenga los 
instrumentos de su Poder. 


El Estado español recién establecido formula fielmente 
con estas declaraciones que inspirarán su política social y 
económica, en el deseo y la exigencia de cuantos combaten 
en las trincheras y forman, por el honor, el valor y el tra- 
bajo, la más adelantada aristocracia de esta era nacional 


Ante los españoles, irrevocablemente unidos en el sa- 
crificio y en la esperanza, declaramos: 


1. El trabajo es la participación del hombre en la pro- 
ducción mediante el ejercicio voluntariamente prestado de 
sus facultades intelectuales y manuales, según la personal 
vocación en orden al decoro y holgura de su vida y al 
mejor desarrollo de la economía nacional. 


a. Par ser esencialmente personal y humano, el traba- 
jo no puede reducirse a un concepto material de mercan- 
cía, ni ser objeto de transacción incompatible con la digni- 
dad personal de quien lo preste. 


3. El derecho de trabajar es consecuencia del deber 
impuesto al hombre por Dios para el cumplimiento de sus 
fines individuales y la prosperidad y grandeza de la Patria. 


4. El Estado valora y exalta el trabajo, fecunda expre- 
sión del espíritu creador del hombre y, en tal sentido, lo 
protegerá con la fuerza de la Ley, otorgándole las máxi- 
mas consideraciones y haciéndole compatible con el cum- 
plimiento de los demás fines individuales, familiares y so- 
ciales. 


5. El trabajo, como deber social, será exigido inexcu- 
sablemente, en cualquiera de sus formas, a todos los espa- 
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ñiooles no impedidos, estimándolo tributo obligado al patri- 
monio nacional, ¿ 


6. El trabajo constituye uno de los más nobles atribu- 
tos de jerarquía y de honor, y es título suficiente para exi- 
gir la asistencia y tutela del Estado. 


7. Servicio es el trabajo que se presta con heroísmo, 
desinterés o abnegación, con ánimo de contribuir al bien 
superior que España representa. 


8. Todos los españoles tienen derecho al trabajo. La 
satisfacción de este derecho es misión primordial del Es- 
tado. 


II 


1. El Estado se compromete a ejercer una acción cons- 
tante y eficaz en defensa del trabajador, su vida y su traba- 
jo. Limitará convenientemente la duración de la jornada 
para que no sea excesiva, y otorgará al trabajo toda suerte 
de garantías de orden defensivo y humanitario. En espe- 
cial prohibirá el trabajo nocturno de las mujeres y niños, 
regulará el trabajo a domicilio y libertará a la mujer ca- 
sada del taller y de la fábrica. 


2. El Estado mantendrá el descanso dominical como 
condición sagrada en la prestación del trabajo. 


3. Sin pérdida de la retribución, y teniendo en cuenta 
las necesidades técnicas de las empresas, las leyes obliga- 
rán a que sean respetadas las festividades religiosas que las 
tradiciones imponen, las civiles declaradas como tales y la 
asistencia a las ceremonias que las jerarquías nacionales 
del Movimiento ordenen. 


4. Declarada fiesta nacional el 18 de julio iniciación del 
Glorioso Alzamiento, será considerado además como Fies- 
ta de Exaltación del Trabajo. 


5. Todo trabajador tendrá derecho a unas vacaciones 
anuales retribuidas para proporcionarle un merecido repo- 
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so, Organizándose al efecto las instituciones que aseguren 
el mejor cumplimiento de esta disposición. 

6. Se crearán las instituciones necesarias para que en 
las horas libres y en los recreos de los trabajadores tengan 
éstos acceso al disfrute de todos los bienes de la cultura, 
la alegría, la milicia, la salud y el deporte. 
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1. La retribución del trabajo será, como minimo, su- 
ficiente para proporcionar al trabajador y su familia una 
vida moral y digna. 

2. Se establecerá el Subsidio Familiar por medio de 
organismos adecuados. 

3. Gradual e inflexiblemente se elevará el nivel de vida 
de los trabajadores en la medida que lo permita el supe- 
rior interés de la nación. 

4. El Estado fijará bases para la regulación del traba- 
to, con sujeción a las cuales se establecerán las relaciones 
mtre los trabajadores y las Empresas. El contenido pri. 
nordial de dichas relaciones será tanto la prestación del 
trabajo y su remuneración como el recíproco deber de leal- 
tad, la asistencia y protección en los empresarios y la fi- 
delidad y subordinación en el personal. 

5. A través del Sindicato, el Estado cuidará de conocer 
si las condiciones económicas y de todo orden en que se 
realiza el trabajo son las que en justicia corresponden al 
trabajador. 

6. El Estado velará por la seguridad y continuidad en 
el trabajo. 

7. La Empresa habrá de informar a su personal de la 
marcha de la producción en la medida necesaria para for- 
talecer su sentido de responsabilidad en la misma, en los 
términos que establezcan las leyes. 


IV 


1. El artesanado —herencia viva de un glorioso pasado 
gremial será fomentado y eficazmente protegido por ser 
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prayección completa de la persona humana en su trabajo 
y suponer una forma de producción igualmente apartada 
de la concentración capitalista y del gregarismo marxista. 


r. Las normas de trabajo en la empresa agrícola se 
ajustarán a sus especiales características y a las variacio- 
nes estacionales impuestas por la Naturaleza. 


2. El Estado cuidará especialmente la educación técni- 
ca del productor agrícola, capacitándole para realizar to- 
dos los trabajos exigidos por cada unidad de explotación. 


3. Se disciplinarán y revalorizarán los precios de los 
principales productos, a fin de asegurar un beneficio mí- 
nimo en condiciones normales al empresario agricola, y, 
en consecuencia, exigirle para los trabajadores jornales que 
les permitan mejorar sus condiciones de vida. 


4. Se tenderá a dotar a cada familia campesina de una 
pequeña parcela, el huerto familiar, que le sirva para aten- 
der a sus necesidades elementales y ocupar su actividad en 
los días de paro. 


5. Se conseguirá el embellecimiento de la vida rural, 
perfeccionando la vivienda campesina y mejorando las con- 
diciones higiénicas de los pueblos y caseríos de España. 


6. El Estado asegurará a los arrendatarios la estabili- 
dad en el cultivo de la tierra por medio de contratos a lar- 
go plazo, que les garanticen contra el desahucio injustifica- 
do y les aseguren la amortización de las mejoras que hu- 
bieren realizado en el predio. Es aspiración del Estado 
arbitrar los medios conducentes para que la tierra, en con- 
diciones justas, pase a ser de quienes directamente la +x- 
plotan. 


vi 
1. El Estado atenderá con máxima solicitud a los traba- 


85 


jadores del mar, dotándoles de las instituciones adecuadas 
para impedir la depreciación de la mercancía y facilitarles 
el acceso a la propiedad de los elementos necesarios para 
el desempeño de su profesión. 


vII 


1. Se creará una nueva Magistratura del Trabajo, con 
sujeción al principio de que esta función de justicia corres- 
ponde al Estado. 


v1II 


1. El capital es un instrumento de la producción. 


2. La Empresa, como unidad productora, ordenará los 
elementos que la integran en una jerarquía que subordine 
los de orden instrumental a los de categoría humana, y to- 
dos ellos al bien común. 


3. El jefe de la Empresa asumirá por sí la dirección de 
la misma, siendo responsable de ella ante el Estado. 


4. El beneficio de la Empresa, atendido un justo inte- 
rés del capital, se aplicará con preferencia a la formación 
de las reservas necesarias para su estabilidad, al perfeccio- 
namiento de la producción y al mejoramiento de las con- 
diciones de trabajo y vida de los trabajadores. 


IX 


1. El crédito se ordenará en forma que, además de 
atender a su cometido de desarrollar la riqueza nacional, 
contribuya a crear y sostener el pequeño patrimonio agrí- 
cola, pesquero, industrial y comercial 
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2. La honorabilidad y la confianza, basadas en la com- 
petencia y en el trabajo, constituirán garantías efectivas 
para la concesión de créditos. 

El Estado perseguirá implacablemente todas las formas 
de usura. 


1. La previsión proporcionará al trabajador la seguri- 
dad de su amparo en el infortunio. 


2. Se incrementarán los seguros sociales de vejez, in- 
validez, maternidad, accidentes del trabajo, enfermedades 
profesionales, tuberculosis y paro forzoso, tendiéndose a la 
implantación de un seguro total. De modo primordial se 
atenderá a dotar a los trabajadores ancianos de un retiro 
suficiente. 


XI 


1. La producción nacional constituye una unidad eco- 
nómica al servicio de la Patria Es deber de todo español 
defenderla, mejorarla e incrementarla. Todos los factores 
que en la producción intervienen quedan subordinados al 
supremo interés de la Nación. 


2. Los actos individuales o colectivos que de algún 
modo turben la normalidad de la producción o atenten 
contra ella serán considerados como delitos de lesa patria. 


3. La disminución dolosa del rendimiento en el trabajo 
habrá de ser objeto de sanción adecuada. 


4. En general, el Estado no será empresario sino cuan- 
do falte la iniciativa privada o lo exijan los intereses su- 
periores de la Nación. - 


5. El Estado, por sí o a través de sus Sindicatos, im- 
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pedirá toda competencia desleal en el campo de la pro- 
ducción, así como aquellas actividades que dificulten el 
normal establecimiento o desarrollo de la economía nacio- 
nal, estimulando, en cambio, cuantas iniciativas tiendan a 
su perfeccionamiento. 


6. El Estado reconoce la iniciativa privada como fuen- 
te fecunda de la vida económica de la Nación. 


XII 


1. El Estado reconoce y ampara la propiedad privada 
como medio natural para el cumplimiento de las funcio- 
nes individuales, familiares y sociales. Todas las formas 
de propiedad quedan subordinadas al interés supremo de 
la Nación, cuyo intérprete es el Estado. 


2. El Estado asume la tarea de multiplicar y hacer ase- 
quibles a todos los españoles las formas de propiedad liga- 
das vitalmente a la persona humana: el hogar familiar, la 
heredad de tierra y los instrumentos o bienes de trabajo 
para uso cotidiano. 


3. Reconoce a la familia como célula primaria natural 
y fundamento de la sociedad, y al mismo tiempo como 
institución moral dotada de derecho inalienable y superior 
a toda ley positiva. Para mayor garantía de su conserva- 
ción y continuidad se reconocerá el patrimonio familiar 
inembargable. 


XIII 


1. La Organización Nacionalsindicalista del Estado se 
inspirará en los principios de Unidad, Totalidad y Jerar- 
quía. 


2. Todos los factores de la economía serán encuadra- 
dos por ramas de la producción o servicios en Sindicatos 
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Verticales. Las profesiones liberales y técnicas se organi- 
zarán de modo similar, conforme determinen las leyes. 


3. El Sindicato Vertical es una Corporación de dere- 
cho público que se constituye por la integración en un 
organismo unitario de todos los elementos que consagran 
sus actividades al cumplimiento del proceso económico, 
dentro de un determinado servicio o rama de la produc- 
ción, ordenado jerárquicamente bajo la dirección del Es- 
tado. 


5. El Sindicato Vertical es instrumento al servicio del 
Estado, a través del cual realizará principalmente su polí. 
tica económica. Al Sindicato corresponde conocer los pro- 
blemas de la producción y proponer sus soluciones, subor- 
dinándolas al interés nacional. El Sindicato Vertical podrá 
intervenir, por intermedio de órganos especializados, en la 
reglamentación, vigilancia y cumplimiento de las condi- 
ciones de trabajo. 


6. El Sindicato Vertical podrá iniciar, mantener o fis- 
calizar organismos de investigación, educación moral, ti- 
sica y profesional; previsión, auxilio y las de carácter so- 
cial que interesen a los elementos de la producción. 


7. Establecerá Oficinas de Colocación para proporcio- 
nar empleo al trabajador, de acuerdo con su aptitud y mé- 
rito. 


8. Corresponde a los Sindicatos suministrar al Estado 
los datos precisos para elaborar las estadísticas de su pro- 
ducción. 


9. La Ley de Sindicación determinará la forma de in- 
corporar a la nueva Organización las actuales asociacio- 
nes económicas y profesionales. 


XIV 


1. El Estado dictará las oportunas "medidas de protec- 
ción del trabajo nacional en nuestro territorio, y, median- 
te tratados de trabajo con otras potencias, cuidará de am- 
parar la situación profesional de los trabajadores españoles 
residentes en el extranjero. 
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1. En la fecha en que esta Carta se promulga, Espa- 
ña está empeñada en una heroica tarea militar, en la que 
salva los valores del espíritu y la cultura del mundo a cos- 
ta de perder buena parte de sus riquezas materiales. 

A la generosidad de la juventud que combate y a la de 
España misma ha de responder abnegadamente la produc- 
ción nacional con todos sus elementos. 

Por ello en esta Carta de derechos y deberes dejamos 
aquí consignados como más urgentes e ineludibles los de 
aquellos elementos ¡productores que contribuyan 'con equi- 
tativa y resuelta aportación a rehacer el suelo español y 
las bases de su poderío. 


XVI 


1. El Estado se compromete a incorporar la juventud 
combatiente a los puestos de trabajo, honor o de mando, 
a los que tienen derecho como españoles y que han con- 
quistado como héroes. 
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LEY DE CORTES 
Ley de 17 de julio de 1942 (1) 


La creación de un régimen jurídico, la ordenación de 
la actividad administrativa del Estado, el encuadramiento 
del orden nuevo en un sistema institucional con claridad 
y rigor requieren un proceso de elaboración del que, tan- 
to para lograr la mejor calidad de la obra como para sv 
arraigo en el país, no conviene estén ausentes represents 
ciones de los elementos constitutivos de la comunidad ni 
cional. El contraste de parecetres —dentro de la unidad d 
Régimen—, la audiencia de aspiraciones, la crítica funda- 
mentada y solvente, la intervención de la técnica legisla- 
tiva deben contribuir a: la vitalidad, justicia y perfeccio- 
namiento del Derecho positivo de la Revolución y de la 
nueva economía del pueblo español. 

Azares de una anormalidad que, por evidente, es ocioso 
explicar, han retrasado la realización de este designio. 
Pero superada la fase del Movimiento Nacional en que 
no era factible llevarlo a cabo, se estima ha llegado el mo- 
mento de establecer un órgano que cumpla aquellos co- 
metidos. 

Continuando en la Jefatura del Estado la suprema po- 
testad de dictar normas jurídicas de carácter general, en 
los términos de las Leyes de 30 enero de 1938 y 8 de agos- 
to de 1939, el órgano que se crea significará, a la vez que 


(1) Fue elevada al rango de Ley fundamental de la Nación 
por el artículo 10 de la Ley de 26 de julio de 1947 de Sucesión 
en la Jefatura del Estado. 
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eficaz instrumento de colaboración en aquella función, 
principio de autolimitación para una institución más siste- 
mática del Poder. 

Siguiendo la línea del Movimiento Nacional, las Cortes 
que ahora se crean, tanto por su nombre cuanto por su 
composición y atribuciones, vendrán a reanudar gloriosas 
tradiciones españolas. 


En su virtud, dispongo: 


1. Las Cortes son el órgano superior de participación 
del pueblo español en las tareas del Estado. Es misión prin- 
cipal de las Cortes la preparación y elaboración de las Le- 
yes, sin perjuicio de la sanción que corresponde al Jefe 
del Estado. 


2. Las Cortes se componen de Procuradores natos y 
electivos, a saber: 


a) Los Ministros. 
b) Los Consejeros Nacionales. 


c) El Presidente del Consejo de Estado, el del Tri- 
bunal Supremo de Justicia y el del Consejo Supremo de 
Justicia Militar. 

d) Los representantes de los Sindicatos Nacionales en 
número no superior a la tercera parte del total de los Pro- 
curadores. 

e) Los Alcaldes de las cincuenta capitales de provin- 
cia, los de Ceuta y Melilla y un representante por los de- 
más Municipios de cada provincia, elegido entre sus miem- 
bros por los propios Municipios. Un representante por 
cada Diputación Provincial y Mancomunidades interinsu- 
lares canarias, elegido entre sus miembros por las Cor- 
poraciones. 

f) Los Rectores de las Universidades. 

g) El Presidente del Instituto de España y dos repre- 
sentantes elegidos entre los miembros de las Reales Aca- 
demias que lo componen. El Presidente del Consejo Supe- 
rior de Investigaciones Científicas y dos representantes del 
mismo, elegidos entre sus miembros. j 

h) El Presidente del Instituto de Ingenieros Civiles y 
otro representante del mismo, elegido por los Presidentes 
de las Asociaciones de Ingenieros que lo constituyen. Dos 
representantes de los Colegios de Abogados, dos represen- 
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tantes de los Colegios de Médicos, un representante de los 
Colegios de Farmacéuticos, un representante de los Colegios 
de Veterinaria, un representante de los Colegios de Arqui- 
tectos, un representante de los Colegios de Licenciados y 
Doctores en Ciencias y Letras, un representante de los Co- 
legios Notariales, un representante del Colegio Nacional 
de Registradores y un representante de los Colegios de Pro- 
curadores de los Tribunales, que serán elegidos por las Di- 
rectivas de los respectivos Colegios oficiales. Tres repre- 
sentantes de las Cámaras Oficiales de Comercio, elegidos 
por las Directivas de las Cámaras de Comercio. 


i) Aquellas personas que por su jerarquía eclesiastica, 
militar, administrativa o social, o por sus relevantes ser- 
vicios a España, designe el Jefe del Estado, en número no 
superior a cincuenta (1). 


3. Para ser Procurador en Cortes se reauiere: 


1.7 Ser español y mayor de edad. 
2. Estar en pleno uso de los derechos civiles y no 
sufrir inhabilitación política. 


4. Los Procuradores en Cortes acreditarán ante el 
Presidente de las mismas la elección, designación o carge 
que les dé derecho a tal investidura. El Presidente de la: 
Cortes les tomará juramento, dará posesión y expedirá los 
títulos correspondientes. 


5. Los Procuradores en Cortes no podrán ser deteni- 
dos sin previa autorización de su Presidente, salvo en el 
caso de flagrante delito. La detención, en este caso, será 
comunicada al Presidente de las Cortes. 


€. Los Procuradores en Cortes que lo fuesen por ra- 
zón del cargo que desempeñan perderán aquella condición 
al cesar en éste. Los designados por el Jefe del Estado la 
perderán por revocación del mismo. Los demás Procura- 
dores lo serán por tres años, siendo susceptibles de reelec- 
ción; pero si durante estos tres años un representante de 
Diputación, Municipio o Corporación cesase como elemen- 


(1D) Se inserta este artículo según la redacción dada al mis- 
mo por la Ley de 9 de marzo de 1946 (Boletín Oficial del Esta- 


do del 11). 
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to constitutivo de los mismos, cesará también en su cargo 
de Procurador (1). 


7. El Presidente, los dos Vicepresidentes y los cuatro 
Secretarios de las Cortes se nombrarán por Decreto del 
Jefe del Estado. 


8. Las Cortes funcionarán en Pleno y por Comisio- 
nes. Las Comisiones las fija y nombra el Presidente de las 
Cortes, de acuerdo con el Gobierno. Igualmente fija, de 
acuerdo con él, el orden del día, tanto del Pleno como de 
las Comisiones. 


9. Las Cortes se reúnen en Pleno para el examen de 
las Leyes que requieran esta competencia y además siempre 
que sean convocadas por el Presidente, de acuerdo con el 
Gobierno. 


10. Las Cortes conocerán, en Pleno, de los actos o 
Leyes que tengan por objeto alguna de las materias si- 
guientes: 

a) Los Presupuestos ordinarios y extraordinarios del 
Estado. 

b) Las grandes operaciones de carácter económico y 
financiero 

c) El establecimiento o reforma del régimen tributario. 

d) La ordenación bancaria y monetaria. 

e) La intervención económica de los Sindicatos y cuan- 
tas medidas legislativas afecten, en grado trascendental, 
a la economía de la Nación. 

í Leyes básicas de regulación de la adquisición y pér- 
dida de la nacionalidad española y de los deberes y dere- 
chos de los españoles. 

g) La ordenación político-jurídica de las instituciones 
del Estado. 

h) Las bases del régimen local. 

i) Las bases del Derecho Civil, Mercantil, Social, Pe- 
nal y Procesal. 


(D) Se inserta este artículo según la redacción dada al imis- 
mo por la Ley de 9 de marzo de 1946 (Boletín Oficial del Esta- 
do del 11). 
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j) Las bases de la organización judicial y de la Admi- 
nistración pública. 

k) Las bases para la ordenación agraria, mercantil e 
industrial, 

1) Los planes nacionales de enseñanza. 

m) Las demás Leyes que el Gobierno, por sí o a pro- 
puesta de la Comisión correspondiente, decida someter al 
Pleno de las Cortes. a 

Igualmente el Gobierno podrá someter al Pleno mate- 
rias o acuerdos que no tengan carácter de Ley. 


11. Los proyectos de Ley que hayan de someterse al 
Pleno pasarán previamente a informe y propuesta de las 
Comisiones correspondientes. 


12. Son de la competencia de las Comisiones de las 
Cortes todas las demás disposiciones que no estén com- 
prendidas en el artículo 10 y que deban revestir forma de 
Ley, bien porque así se establezca en alguna posterior a la 
presente, o bien porque se dictamine en dicho sentido por 
una Comisión compuesta por el Presidente de las Cortes, 
un Ministro designado por el Gobierno, un miembro de 1 
Junta Política, un Procurador en Cortes con titulo de La 
trado, el Presidente del Consejo de Estado y el del Trib1 
nal Supremo de Justicia. Esta Comisión emitirá dictamer 
a requerimiento del Gobierno, por propia iniciativa de éste 
o a petición del Presidente de las Cortes. 


13. En caso de guerra, o por razones de urgencia, el 
Gobierno podrá regular, mediante Decreto-Ley, las mate- 
rias enunciadas en los artículos 10 y 12. Acto continuo de 
la promulgación del Decreto-Ley se dará cuenta del mismo 
a las Cortes (1). 


14. Las Cortes, en Pleno o en Comisión, según los ca- 
sos, serán oídas para la ratificación de aquellos Tratados 
que afecten a materias cuya regulación sea de su compe- 
tencia, conforme a los artículos anteriores. 


15. Además del examen y elevación del proyecto de 
(1) Se inserta este artículo según la redacción dada al mis- 


mo por la Ley de 9 de marzo de 1946 (Boletin Oficial del Esta- 
do del 11). 
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Ley del Gobierno, las Comisiones legislativas podrán some- 
ter proposiciones de Ley al Presidente de las Cortes, a 
quien corresponde, de acuerdo con el Gobierno, su inclu- 
sión en el orden del día. 


Las Comisiones legislativas podrán recibir del Presiden- 
te de las Cortes otros cometidos, tales como realizar estu- 
dios, practicar informaciones, formular peticiones o pro- 
puestas. Podrán constituirse, para estos fines, en Comisio- 
nes especiales distintas de las legislativas. 


16. El Presidente de las Cortes remitirá el proyecto de 
Ley elaborado por las mismas al Gobierno, para ser some- 
tido a la aprobación del Jefe del Estado. 


17. El Jefe del Estado podrá devolver las Leyes a las 
Cortes para su nuevo estudio. 


DISPOSICIONES ADICIONALES 


1.* Las Cortes, de acuerdo con el Gobierno, redactarán 
su reglamento. 


2.* Las convocatorias para la elección de los miembros 
que requieran este procedimiento se harán en la primera 
quincena de octubre. 

Así lo dispongo ¡por la presente Ley, dada en Madrid a 
diecisiete de julio de mil novecientos cuarenta y dos. 
FRANCISCO FRANCO BAHAMONDE. 
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LEY DE SUCESION 
EN LA JEFATURA DEL ESTADO 


Ley de 26 de julio de 1947 


Por cuanto las Cortes Españolas, como órgano supe- 
rior de la participación del pueblo en las tareas del Esta- 
do, elaboraron la Ley fundamental que. declarando la cons- 
titución del Reino, crea su Consejo y determina las normas 
que han de regular la Sucesión en la Jefatura del Estado, 
cuyo texto, sometido al referéndum de la Nación, ha sido 
aceptado por el ochenta y dos por ciento del Cuerpo elec- 
toral, que representa el noventa y tres por ciento de los 
votantes. 


De conformidad con la propuesta de las Cortes, y con 
la expresión auténtica y directa de la voluntad de la Na- 
ción, dispongo: 


1. España, como unidad política, es un Estado cató- 
lico, social y representativo, que, de acuerdo con su tradi- 
ción, se declara constituido en Reino. 
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2. La Jefatura del Estado corresponde al Caudillo de 
España y de la Cruzada, Generalísimo de los Ejércitos, don 
Francisco Franco Bahamonde. 


3. Vacante la Jefatura del Estado, asumirá sus pode- 
res un Consejo de Regencia, constituido por el Presidente 
de las Cortes, el Prelado de mayor jerarquía, Consejero del 
Reino y Capitán General del Ejército de Tierra, Mar o 
Aire, O, en su defecto, el Teniente General en activo de 
mayor antigitedad, y por este mismo orden. El Presiden- 
te de este Consejo será el de las Cortes, y para la validez 
de los acuerdos se requerirá la presencia, por lo menos, 
de dos de sus tres componentes y siempre la de su Presi- 
dente. 


4. Un Consejo del Reino asistirá al Jefe del Estado en 
todos aquellos asuntos y resoluciones trascendentales de 
su exclusiva competencia. Su Presidente será el de las Cor- 
tes, y estará compuesto por los siguientes miembros: 


El Prelado de mayor jerarquía y antigiiedad entre los 
que sean Procuradores en Cortes. 


El Capitán General del Ejército de Tierra, Mar o Aire o Te- 
niente General en activo de mayor antigiiedad, y por el 
mismo orden. 


El General Jefe del Alto Estado Mayor, y a falta de 
éste, el más antiguo de los tres Generales Jefes del Esta- 
do Mayor de Tierra, Mar o Aire. 


El Presidente del Consejo de Estado. 

El Presidente del Tribunal Supremo de Justicia. 

El Presidente del Instituto de España. 

Un Consejero, elegido por votación, por cada uno de 
los siguientes grupos de las Cortes: a) El sindical. b) El 


de Administración Local, c) El de Rectores de Universidad, 
y d) El de los Colegios profesionales. 


Tres Consejeros designados por el Jefe del Estado, uno 
entre los Procuradores en Cortes natos, otro entre los de 
su nombramiento directo, y el tercero, libremente. 


98 


SAA 


El cargo de Consejero estará vinculado a la condición 
por la que hubiese sido elegido o designado. 


5. El Jefe del Estado oirá preceptivamente al Consejo 
del Reino en los casos siguientes: 

1.7 Devolución a las Cortes para nuevo estudio de una 
Ley por ellas elaborada. 


2.7 Declarar la guerra o acordar la paz. 
3. Proponer a las Cortes su sucesor. 


4.” En todos aquellos otros en que lo ordenare la pre- 
sente Ley. 


6. En cualquier momento el Jefe del Estado podrá pro- 


" poner a las Cortes la persona que estime deba ser llamada 


en su día a sucederle, a título de Rey o de Regente, con 
las condiciones exigidas por esta Ley, y podrá asimismo 
someter a la aprobación de aquéllas la revocación de la que 
hubiere propuesto, aunque ya hubiese sido aceptada por 
las Cortes. 


7. Cuando, vacante la Jefatura del Estado, fuese lla- 
mado a suceder en ella el designado según el artículo ante- 
rior, el Consejo de Regencia asumirá los Poderes en su 
nombre y convocará conjuntamente a las Cortes y al Con- 
sejo del Reino para recibirle el juramento prescrito en la 
presente Ley y proclamarle Rey o Regente. 


8. Ocurrida la muerte o declarada la incapacidad del 
Jefe del Estado sin que hubiese sido designado sucesor, el 
Consejo de Regencia asumirá los Poderes y convocará, en 
el plazo de tres días, a los miembros del Gobierno y del 
Consejo del Reino para que, reunidos en sesión ininterrum- 
pida y secreta, decidan, por dos tercios como mínimo, la 
persona de estirpe regia que, poseyendo las condiciones exi. 
gidas por la presente Ley, y habida cuenta de los supremos 
intereses de la Patria, deban proponer a las Cortes a titu- 
lo de Rey. 


Cuando, a juicio de los reunidos, no existiera persona 
de la estirpe que posea dichas condiciones o la propuesta 
no hubiese sido aceptada por l4s Cortes, propondrán a és- 
tas como Regente la personalidad que por su prestigio, ca- 
pacidad y posibles asistencias de la Nación deba ocupar 
este cargo. Al formular esta propuesta podrán señalar pla- 
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zo y condición a la duración de la Regencia, y las Cortes 
deberán resolver sobre cada uno de estos extremos. 

El Pleno de las Cortes habrá de celebrarse en un plazo 
máximo de ocho días, y el sucesor, obtenido el voto Ta- 
vorable de las mismas, prestará el juramento exigido por 
esta Ley, en cuya virtud, y acto seguido, el Consejo de Re- 
gencia le transmitirá sus Poderes. 


9. Para ejercer la Jefatura del Estado como Rey o Re- 
gente se requerirá ser varón y español, haber cumplido la 
edad de treinta años, profesar la religión católica, poseer 
las cualidades necesarias para el desempeño de su alta mi- 
sión y jurar las Leyes Fundamentales, así como lealtad a 
los principios que informan el Movimiento Nacional. 


10. Son Leyes fundamentales de la Nación el Fuero 
de los Españoles, el Fuero del Trabajo, la Ley Constitutiva 
de las Cortes, la presente Ley de Sucesión, la del Referén- 
dum Nacional y cualquiera otra que en lo sucesivo se pro- 
mulgue confiriéndola tal rango. 

Para derogarlas o modificarlas será necesario, además 
del acuerdo de las Cortes, el referéndum de la Nación. 


11. Instaurada la Corona en la persona de un Rey, el 
orden regular de sucesión será el de primogenitura y re- 
presentación, con preferencia de la línea anterior a las pos- 
teriores; en la misma línea, del grado más próximo al más 
remoto; en el mismo grado, del varón a la hembra, la cual 
no podrá reinar, pero sí, en su caso, transmitir a sus here- 
deros varones el derecho, y dentro del mismo sexo, de la 
persona de más edad a la de menos; todo ello sin perjui- 
cio de las excepciones y requisitos preceptuados en los 
artículos anteriores, 


12. Toda cesión de derechos antes de reinar, las abdi- 
caciones cuando estuviere designado el sucesor, las renun- 
cias en todo caso y los matrimonios regios, así como el de 
sus inmediatos sucesores, habrán de ser informados por el 
Consejo del Reino y aprobados por las Cortes de la Nación. 


13. El Jefe del Estado, oyendo al Consejo del Reino, 


podrá proponer a las Cortes queden excluidas de la suce- 
sión aquellas personas reales carentes de la capacidad nece- 
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saria para gobernar o que, por su desvío notorio de los 
principios fundamentales del Estado o por sus actos me- 
rezcan perder los derechos de sucesión establecidos en esta 
Ley. 


14. La incapacidad del Jefe del Estado, apreciada por 
mayoría de dos tercios de los miembros del Gobierno, será 
comunicada en razonado informe al Consejo del Reino. Si 
éste, por igual mayoría, la estimare, su Presidente la some- 
terá a las Cortes, que, reunidas a tal efecto dentro de los 
ocho días siguientes, adoptarán la resolución procedente. 


15. Para la validez de los acuerdos de las Cortes a que 
esta Ley se refiere, será preciso el voto favorable de los dos 
tercios de los Procuradores presentes, que habrá de equi- 
valer, por lo menos, a la mayoría absoluta del total de los 
Procuradores. 


Dada en el Pardo a veintiséis de julio de mil novecien- 
tos cuarenta y siete. FRANCISCO FRANCO BAHA- 
MONDE, 


101 


LEY DE REFERENDUM 


Ley de 22 de octubre de 1945 (1) 


Abierta para todos los españoles su colaboración 
en las tareas del Estado a través de los organismos 
naturales, constituidos por la familia, el Municipio 
y el Sindicato, y promulgadas las Leyes básicas que 
han de dar nueva vida y mayor espontaneidad a las 
representaciones dentro de un régimen de cristia- 
na convivencia, con el fin de garantizar a la nación 
contra el desvío que la historia política de los pue- 
blos viene registrando de que en los asuntos de ma: 
yor trascendencia o interés público la voluntad dt 
la nación puede ser suplantada por el juicio subje- 
tivo de sus mandatarios; esta Jefatura del Estado, 
en uso de las facultades que le reservan las Leyes 
de treinta de enero de mil novecientos treinta y ocho 
y ocho de agosto de mil novecientos treinta y nue- 
ve, ha creido conveniente instituir la consulta direc- 
ta a la nación en referéndum público en todos aque- 
llos casos en que, por la trascendencia de las Leyes O 
incertidumbres en la opinión, el Jefe del Estado es- 
time la oportunidad y conveniencia de esta consulta, 


En su virtud, 


DISPONGO: 


Cuando la trascendencia de determinadas Leyes lo 
aconseje o el interés público lo demande, podrá el Jefe del 
Estado, para mejor servicio de la Nación, someter a refe- 
réndum los proyectos de Leyes elaborados por las Cortes. 


(1) Elevada al rango de Ley Fundamental de la Nación por 
el artículo 10 de la Ley de 26 de julio de 1941, de Sucesión en 
la Jefatura del Estado. 
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2. El referéndum se llevará a cabo entre todos los hom- 
bres y mujeres de la Nación mayores de veintiún años. 


3. Se autoriza al Gobierno para dictar las disposicio- 
nes complementarias conducentes a la formación del cen- 
so y ejecución de la presente Ley 


Así lo dispongo por la presente Ley. dada en Madrid a 
veintidós de octubre de mil novecientos cuarenta y cinco. 
FRANCISCO FRANCO BAHAMONDE. 
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PARTICIPACION POPULAR Y 
TRANSFORMACION NACIONAL 


La actual aventura de España tuvo que 
comenzar porque en 1936 la posibilidad 
de que los españoles convivieran digna- 
mente desapareció, barrida por la inepti- 
tud «dle unos y la subversión de otros. El 
comunismo nos ha hecho tomar una posi- 
ción de defensa. l la que no podemos ¡us 
nunciar. España se encontro asi, con una 
doble rarea por hacer: en primer lugar, 
con la tarea de devolver a todos sus hom- 
bres la tranquilidad y la libertad esencial, 
integrándolos en una comunidad coheren- 
ES v equilibrada; en segundo lugar, con ha 
labor inmensa de poner en marcha a un 
país abandonado y dormido, empobreci- 
do y carente de medios elementales para 
acoplarse al ritmo de los tiempos. 

Todo nuestro esfuerzo --y esto es lo que 
se glosa en este volumen de la Colección 
«Nuevo HHorizonte»-- se encamina a con- 
seguir la participación de nuestro pueblo 
en las tareas políticas, por los claros cami- 
nos orgánicos de las instituciones represen- 
tativas naturales, y el diálogo abierto entre 
la sociedad y el Estado. Pero no solo esto, 
sino también transformar las estructuras 
nacionales hacia situaciones materiales y 
morales más amplias y esperanzadoras. 

La democracia, caballo de batalla de 
nuestra época, no se consigue sólo con de- 
claraciones de derechos, sino, fundamen- 
talmente, con el sustento de hechos con- 
cretos, de hechos donde ya no vale la re- 
tórica, sino la evidencia de la realidad. 
_ Con palabras del propio Jefe del Estado, 
la democracia auténtica consiste ten que 
se haga la voluntad y se logren las aspi- 
raciones del pueblo, no en luchas inter- 
nas, sino en unidad entre los hombres y 
las tierras de España» 
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